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SECCIÓN “B”, TEXTOS EN TRÁMITE 
 1. Proyectos de ley 
  a) Texto que se propone 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 La Mesa de la Cámara, en sesión celebrada el día 8 
de noviembre de 2004, admitió a trámite los proyectos 
de ley 8, "de organización y régimen jurídico de la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 
Murcia" (VI-4895), y 9, "del Estatuto del Presidente y 
del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia" (VI-
4896), y acordó su publicación en el Boletín Oficial de 
la Asamblea Regional, su remisión a la Comisión de 
Asuntos Generales e Institucionales y de la Unión 
Europea y la apertura de un plazo para la presentación 
de enmiendas que finalizará el próximo día 1 de 
diciembre. 
 

Cartagena, 10 de noviembre de 2004 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
 
 
PROYECTO DE LEY 8, DE ORGANIZACIÓN Y 
RÉGIMEN JURÍDICO DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE 
MURCIA, (VI-4895). 
 

Exposición de motivos 
 

I 
 
 Cualquier aproximación a la realidad de las 
administraciones públicas en nuestros días ha de 
reconocer el hecho de que éstas son objeto de un 
debate siempre abierto, y que la puesta al día 
permanente de las mismas, en función de las 
exigencias del momento y del lugar, exige de los 
poderes públicos la profundización constante en una 
línea de permanente y continua reforma administrativa, 
a la búsqueda de un modelo de Administración capaz 
de asumir las funciones y responsabilidades que la 
sociedad demanda, siendo para todos evidente que la 
Administración Pública del Estado Social y Democrático 
de Derecho que nuestra Constitución define, se 
configura como una organización técnica y profesional, 
regida por los principios de legalidad, de eficacia y de 
servicio. 
 Es también opinión común reconocer que las 
administraciones públicas representarán, en este nuevo 
siglo, una de las fuentes del diferencial competitivo 
entre los estados y, en un sistema de estado complejo 
como es el español, también entre las regiones que lo 

integran. En consecuencia, resulta evidente que, el 
hecho de no disponer de una Administración moderna, 
eficaz y eficiente, puede tener un coste elevado en 
términos de competitividad y de capacidad de gobierno 
y de liderazgo en el ámbito territorial de la Región de 
Murcia. 
 Por otra parte, la adecuación al marco jurídico que 
para todo el Estado español han establecido, tanto la 
Ley de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, como la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, hace 
imprescindible la revisión de la normativa de la Región 
de Murcia en la materia, revisión que pasa 
necesariamente por la derogación de la actual Ley 
1/1988, del Presidente, del Consejo de Gobierno y de 
la Administración de la Comunidad Autónoma y la 
consecuente promulgación de una nueva normativa 
adaptada a la legislación básica estatal, finalidad a la 
cual, tanto este texto como el que regula el Estatuto del 
Presidente y del Consejo de Gobierno, pretenden dar 
cumplimiento. 
 

II 
 

 El presente proyecto tiene por objeto configurar la 
norma institucional reguladora de la Administración 
Regional y del Régimen Jurídico de la misma, con 
respeto a la normativa básica estatal en la materia, y de 
acuerdo con dos presupuestos esenciales: 
 - En primer lugar, por la necesidad de completar el 
modelo legal dual definido en la memoria del Proyecto 
de Ley del  Estatuto del Presidente y del Consejo de 
Gobierno, en donde se partía de la conveniencia de 
deslindar claramente, el ámbito estrictamente político, 
del que es propio de la actuación de la Administración, 
recuperando para la estructura política las decisiones 
de dicha naturaleza y reservando a la Administración el 
terreno de la ejecución de las directrices políticas. 
 - En segundo lugar, a fin de crear el marco legal 
necesario para la renovación de la Administración 
Regional, lo que vendrá a posibilitar la realización de 
los cambios estructurales y de funcionamiento que 
resulten necesarios para hacer de ella una 
organización receptiva; transparente en su actividad; 
accesible en un plano espacial, temporal y material; 
que no aplace o retarde la solución de las demandas o 
peticiones ciudadanas y que permita la participación de 
los murcianos en la toma de las decisiones 
administrativas que les afecten. 
 De acuerdo con lo expuesto, mientras que el 
primero de los proyectos citados, pretende delimitar y 
actualizar el régimen del Presidente y del Consejo de 
Gobierno de la Región de Murcia y de cuanto concierne 
a sus específicas funciones como órganos políticos, 
dotados de potestades normativas y sometidos al 
control político del Parlamento regional, en este 
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segundo texto, se aborda la regulación de los órganos 
que, bajo la dependencia de los primeros, ejercen la 
función directiva de la Administración, y cuya actividad 
se encuentra sometida al control de la jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.  
 Se circunscribe así la actuación de los órganos 
directivos de la Administración regional al desarrollo y 
concreción de las directrices emanadas del Consejo de 
Gobierno y de los consejeros y, si bien el Proyecto 
viene a delimitar el ámbito competencial encomendado 
a cada uno de ellos, se les considera también como 
parte de un conjunto más amplio dado que, más allá de 
la forma concreta que pueda adoptar un sector de la 
Administración Regional -consejería, organismo 
autónomo regional o entidad pública empresarial- ésta 
debe mantener su sentido unitario, como organización 
destinada al cumplimiento de los específicos fines que 
la Constitución y el Estatuto de Autonomía 
encomiendan para la Región de Murcia. 
 Conforme a la filosofía que se desprende de esta 
dualidad, en este Proyecto, las figuras de los 
consejeros quedan reguladas bajo una perspectiva 
puramente administrativa, con independencia de la 
posición y atribuciones políticas que se establecen en 
el anterior, contemplándoseles en su condición de 
titulares de cada uno de los departamentos en los que 
se estructura la Administración regional y de 
responsables, en cuanto tales, de la definición, 
ejecución, control y evaluación de las políticas 
sectoriales que se integran en su respectivo ámbito 
competencial. 
 

III 
 

 El proyecto se estructura en cuatro títulos; cinco 
disposiciones adicionales; dos disposiciones 
transitorias; una disposición derogatoria y dos 
disposiciones finales. 
 El título I contiene dos capítulos: El capítulo primero, 
trata de los principios de organización, funcionamiento 
y relaciones con los ciudadanos, señalando, como 
criterios de organización, los de jerarquía, 
descentralización, y desconcentración, coordinación y 
economía organizativa, criterios todos cuyo objetivo 
final radica en que las normas de organización no 
condicionen excesivamente el número y la estructura 
de los puestos de trabajo, al considerar que son las 
relaciones de puestos de trabajo, el instrumento que, 
de modo más flexible, adaptará las dimensiones de los 
órganos y unidades a las funciones que en cada 
momento deban desempeñar. 
 Los principios de funcionamiento se concretan en 
los de eficacia, eficiencia, simplificación y 
racionalización de procedimientos y, como 
especialmente significativo, el de programación y 
desarrollo de objetivos, dado que el correcto uso de 
esta técnica contribuye a aumentar la motivación del 

personal al servicio de la Administración regional y 
permite exigir, en caso de desviaciones, la 
responsabilidad por su gestión a los titulares de los 
órganos directivos. 
 Se consagra como finalidad esencial la actuación al 
servicio a los ciudadanos, con objeto de que la 
Administración regional asegure la efectividad de sus 
derechos cuando se relacionen con la misma, 
incluyéndose, por ello, entre los principios que rigen tal 
relación, los de buena fe  y de confianza legítima, que 
derivan del de seguridad jurídica, garantizando a los 
particulares que la actuación administrativa no será 
alterada arbitrariamente. 
 Por su parte, el capítulo II, se ocupa de las 
relaciones entre las administraciones públicas, las 
cuales están sometidas a los principios de coordinación 
y cooperación, por lo que se ocupa, en especial del 
régimen jurídico de los convenios interadministrativos y 
del de los consorcios, como principales técnicas de 
articulación de dichos principios. 
 El capítulo III regula el régimen jurídico de los 
"Órganos colegiados", el procedimiento para su 
creación, modificación y supresión, así como sus 
atribuciones, en el marco de la normativa básica estatal 
en la materia, contenida en la Ley de Régimen Jurídico 
y del Procedimiento Administrativo Común. 
 El título II trata de la organización administrativa, 
conteniéndose, en su capítulo primero, los principios 
generales de la misma, partiendo de la distinción entre 
órganos y unidades administrativas y, dentro de los 
primeros, entre los superiores y los directivos, distinción 
basada en que a los superiores corresponde establecer 
los planes generales de actuación de la organización 
situada bajo su responsabilidad, en tanto que los 
segundos, bajo la dirección de aquellos, deben 
desarrollar y ejecutar tales planes en el ámbito de las 
específicas materias que les estén atribuidas en los 
correspondientes decretos. 
 De entre los órganos directivos, los secretarios 
generales, secretarios autonómicos y directores 
generales añaden, a su condición de tales, la de altos 
cargos de la Administración regional por lo que su 
nombramiento se efectúa por decreto del Consejo de 
Gobierno, a propuesta de los consejeros respectivos, 
estando sometidos al régimen de incompatibilidades 
específicamente previsto en la normativa regional en la 
materia, a diferencia de los vicesecretarios y 
subdirectores generales, que aunque también son 
puestos de confianza política, tienen un perfil 
predominantemente técnico, por lo que se les exige el 
requisito de ser funcionarios de carrera, de titulación 
superior, de cualquiera de las administraciones 
públicas, estando sometidos al régimen general de 
incompatibilidades del personal al servicio de las 
administraciones públicas. 
 Se distingue también en el proyecto, entre aquellos 
órganos directivos de carácter "necesario", puesto que 
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vienen a constituir el núcleo organizativo común e 
indispensable de todas las consejerías -consejeros, 
secretarios generales, directores generales y 
vicesecretarios- y aquellos que no tienen tal carácter, 
tales como los secretarios autonómicos y los 
subdirectores generales, los cuales existirán sólo en 
función de que concurran determinadas circunstancias 
que los hagan aconsejables y se incluyan en el 
correspondiente decreto de órganos directivos de cada 
Consejería. 
 El capítulo segundo trata de la organización y 
atribuciones de las consejerías, considerando que las 
mismas constituyen el núcleo básico de la organización 
de la Administración regional, situando al frente de 
cada una de ellas a los consejeros, con la función de 
dirigir y coordinar, tanto política como 
administrativamente, a los titulares de los órganos 
directivos que en ellas se integran. 
 El capítulo tercero regula la creación de los órganos 
colegiados así como sus atribuciones y régimen 
jurídico, a cuyo fin hace una remisión a la normativa 
básica estatal contenida en la Ley de Régimen Jurídico 
y del Procedimiento Administrativo Común. 
 En el título III se hace referencia al régimen jurídico 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Murcia, conteniendo, en su capítulo primero, todo lo 
relativo a la forma de sus disposiciones y actos; la 
resolución de los conflictos de competencias entre 
órganos; la regulación del recurso de alzada y la 
previsión de los actos que causan estado en la vía 
administrativa; las reclamaciones previas al ejercicio de 
acciones en vía civil o laboral y las reclamaciones 
económico-administrativas. 
 El capítulo segundo contiene las normas de 
procedimiento, refiriéndose, en especial, al régimen de 
los registros, determinación de órganos competentes 
en materia de revisión de oficio, regulándose asimismo 
determinados aspectos comprendidos en la potestad 
autoorganizatoria en materia de contratación 
administrativa, materia cuyo contenido sustancial se 
rige por la legislación básica estatal. 
 El título IV se dedica a la Administración 
institucional regional, y, siguiendo el criterio de la Ley 
Orgánica de Funcionamiento de la Administración 
General del Estado en esta materia, se establece un 
modelo mediante el que se pretende evitar el 
enfrentamiento entre los principios de legalidad y 
eficacia, situándose en un punto equidistante tanto 
respecto de los criterios de unificación o dispersión, en 
cuanto a la tipología de los organismos públicos, como 
de los de autonomía o control, en cuanto al desarrollo 
de la actividad que les es propia. 
 Así, se establecen dos tipos básicos de organismos 
públicos, que son los organismos autónomos y las 
entidades públicas empresariales, figuras organizativas 
a las que deberá adecuarse, de manera gradual, la 
actual Administración institucional de la Comunidad 

Autónoma, conformada bajo el modelo establecido en 
la Ley de Hacienda, de la que este texto se aparta. 
 Aunque estos organismos comparten los rasgos de 
poseer personalidad jurídica diferenciada, patrimonio y 
tesorería propios y autonomía de gestión respecto de la 
Administración General, la distinción entre ambas 
figuras, se basa en que, mientras los organismos 
autónomos desarrollan actividades prestacionales que 
encuentran su campo normativo en el ámbito del 
Derecho público, a las entidades públicas 
empresariales se les encomienda la realización de 
actividades y servicios sujetos a contraprestación 
económica, rigiéndose en su actuación por el Derecho 
privado, salvo en cuanto concierne al ejercicio de 
potestades públicas que deriven del interés de tal 
naturaleza, que asimismo tienen atribuido. 
 En cuanto a las empresas públicas regionales, el 
proyecto se limita a precisar los aspectos 
imprescindibles de su regulación, como lo es su 
sometimiento al Derecho privado, salvo en lo previsto 
en la normativa regional de carácter presupuestario, 
contable, de control financiero y de contratación, así 
como el subrayar que, en ningún caso, pueden 
disponer de facultades que impliquen ejercicio de 
autoridad pública. 
 El texto contiene cinco disposiciones adicionales de 
las que, las dos primeras, se refieren, respectivamente, 
a las fundaciones creadas por la Comunidad Autónoma 
y a las sociedades mercantiles regionales que se 
constituyan con aportación de capital mayoritario de la 
Administración pública de la Comunidad Autónoma, 
entidades que, no estando integradas en la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma, en 
sentido estricto, mantienen con ella una relación de 
dependencia o vinculación que exige su tutela por parte 
de la misma. 
 La disposición adicional tercera se refiere al 
régimen de control de los organismos públicos y 
entidades empresariales, creadas al amparo de esta 
ley; la cuarta modifica determinados artículos de la 
vigente Ley de Patrimonio y, por último, la quinta, hace 
referencia al régimen propio del Consejo Jurídico de la 
Región de Murcia y al del Consejo Económico Social, 
dada su naturaleza de órganos consultivos de carácter 
externo a la Administración regional. 
 El proyecto se completa con dos disposiciones 
transitorias relativas al procedimiento de adaptación al 
nuevo régimen previsto, tanto de las entidades que en 
la actualidad integran la Administración institucional 
regional como del sistema de funcionamiento  de los 
registros; con una disposición derogatoria, que afecta a 
la parte del articulado de la Ley 1/1988, de 7 de Enero, 
del Presidente, del Consejo de Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad Autónoma, objeto de 
nueva regulación en este texto, y a los artículos 5 y 6 
del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la 
Región de Murcia, sin perjuicio de lo establecido en las 
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disposiciones transitorias, y con dos disposiciones 
finales, por las que se faculta al Consejo de Gobierno 
para el desarrollo reglamentario de esta norma y se 
establece la entrada en vigor de la norma. 
 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Capítulo I 

Principios de organización, funcionamiento 
y relaciones con los ciudadanos 

 
Artículo 1.- Ámbito de aplicación. 
 
 1. La presente Ley regula, en el marco del régimen 
jurídico común a todas las administraciones públicas y 
del Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia, la 
organización y el funcionamiento de la Administración 
Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia,  integrada por la Administración General de la 
Comunidad Autónoma y los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella, para el desarrollo de 
su actividad.  
 2. La Administración General es la organización 
técnica y profesional que, con sometimiento pleno a la 
ley y al Derecho, y bajo la dirección del Consejo de 
Gobierno y de sus miembros, asume la realización de 
los intereses públicos regionales. 
 3. Los organismos públicos son las entidades de 
Derecho público que desarrollan actividades derivadas 
de la propia Administración General, en calidad de 
organizaciones instrumentales diferenciadas y 
dependientes de ésta. 
 
Artículo 2.- Personalidad jurídica y competencia. 
 
 1. La Administración General de la Comunidad 
Autónoma, constituida por órganos jerárquicamente 
ordenados, actúa con personalidad jurídica única. 
 2. Los organismos públicos regulados en el título IV 
de esta ley, tienen por objeto la realización de 
actividades de ejecución o gestión tanto administrativas 
de fomento o prestación, como de contenido 
económico reservado a la Administración General; 
dependen de ésta y se adscriben a la Consejería 
competente por razón de la materia. 
 3. Las potestades y competencias administrativas 
que, en cada momento, tengan atribuidas la 
Administración General y sus organismos públicos por 
el ordenamiento jurídico, determinan la capacidad de 
obrar de una y otros. 
 4. Los órganos que integran la Administración 
General y sus organismos públicos extienden su 
competencia a todo el territorio de la Comunidad 
Autónoma, salvo cuando las normas que les sean de 
aplicación la limiten expresamente a una parte del 
mismo. 

Artículo 3.- Principios de organización y 
funcionamiento. 
 
 La Administración pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia se organiza y actúa 
con pleno respeto al principio de legalidad y de acuerdo 
con los que a continuación se mencionan: 
 1.- De organización: 
  a) Jerarquía. 
  b) Descentralización funcional. 
  c) Desconcentración funcional y territorial. 
  d) Economía, suficiencia y adecuación estricta 
de los medios a los fines institucionales. 
  e) Coordinación. 
 2.- De funcionamiento: 
  a) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos 
fijados. 
  b) Eficiencia en la asignación y utilización de los 
recursos públicos. 
  c) Programación y desarrollo de objetivos y 
control de la gestión y de los resultados. 
  d) Responsabilidad por la gestión pública. 
  e) Racionalización y agilidad de los 
procedimientos administrativos y de las actividades 
materiales de gestión. 
  f) Cooperación y coordinación con las otras 
administraciones públicas. 
 
Artículo 4.- Principio de servicio a los ciudadanos. 
 
 Las relaciones de la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia con los 
ciudadanos se ajustarán a los principios de: 
 a) Efectividad de sus derechos. 
 b) Sencillez, claridad y proximidad a los ciudadanos. 
 c) Objetividad y transparencia. 
 d) Participación. 
 e) Buena fe y confianza legítima. 
 

Capítulo II 
De las relaciones de la Administración pública 

de la Comunidad Autónoma 
con otras administraciones públicas 

 
Artículo 5.- Instrumentos de colaboración y 
cooperación. 
 
 En orden a la efectividad de los principios 
enunciados en el artículo 3, apartado 2, párrafo f), de 
esta ley, y en la legislación básica del régimen jurídico 
de las administraciones públicas, las relaciones de 
cooperación y colaboración económica, técnica y 
administrativa de la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma con otras administraciones 
públicas en el ámbito de sus respectivas competencias, 
se desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas 
y términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, 
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en todo caso, mediante los convenios que se 
suscriban.  
 
Artículo 6.- Régimen jurídico de los convenios. 
 
 1. Corresponde al Consejo de Gobierno o, en su 
caso, a las comisiones delegadas del mismo, autorizar 
la celebración, prórroga y extinción de los convenios de 
colaboración o de cooperación que se suscriban con el 
Estado y las entidades locales de su ámbito territorial, 
así como las modificaciones de los mismos que afecten 
al objeto del convenio o que supongan mayores 
compromisos de financiación. 
 Asimismo le corresponde la aprobación de los 
proyectos de los convenios que se suscriban con otras 
comunidades autónomas y su remisión a la Asamblea 
Regional o a las Cortes Generales, de conformidad con 
lo previsto en el Estatuto de Autonomía. 
 2. La autorización de convenios que impliquen 
obligaciones financieras de la Comunidad Autónoma, 
exigirá la previa existencia de crédito adecuado y 
suficiente. Cuando las obligaciones financieras que se 
deriven del convenio sean de cuantía indeterminada, 
con carácter previo a su autorización, se deberá 
tramitar el correspondiente expediente de gasto en el 
que se determinará el importe máximo de las 
obligaciones a asumir. Cuando las obligaciones 
financieras que se deriven del convenio hayan de 
extenderse a ejercicios posteriores, con carácter previo 
a su autorización deberá tramitarse el correspondiente 
expediente de gasto plurianual. 
 3. Los instrumentos de formalización de los 
convenios deberán especificar: 
  a) Los órganos que celebran el convenio y la 
capacidad jurídica con la que actúa cada parte. 
  b) La competencia que ejerce cada 
Administración. 
  c) El objeto del convenio, así como las 
obligaciones de todo orden que asumen las partes. 
También precisarán la entidad participante que haya de 
asumir su ejecución. 
  d) Su financiación. 
  e) La referencia expresa al acuerdo del Consejo 
de Gobierno por el que se otorga la previa autorización 
o aprobación, según proceda, así como la autorización 
otorgada por la Asamblea Regional o por las Cortes 
Generales cuando estas fuesen preceptivas. 
  f) El plazo de vigencia, que deberá ser 
determinado, lo que no impedirá su prórroga expresa, 
si así lo acuerdan las partes firmantes del convenio. 
  g) La extinción por causa distinta a la prevista en 
el apartado anterior, así como la forma de liquidar las 
obligaciones que se hallen en curso en tal supuesto. 
 4. Cuando se cree un órgano mixto de vigilancia y 
control, éste resolverá los problemas de interpretación 
y cumplimiento que puedan plantearse respecto de los 
convenios de colaboración.  

 5. Todos los convenios que se suscriban con otras 
administraciones públicas deberán figurar inscritos en 
el Registro Central de Convenios, sin perjuicio de los 
registros sectoriales de las Consejerías. 
 6. Los convenios celebrados al amparo de este 
capítulo, sin perjuicio de que obliguen a las partes 
desde el momento de su firma, se publicarán en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia. 
 
Artículo 7.- Suscripción de los convenios. 
 
 1. Corresponde al Presidente de la Comunidad 
Autónoma suscribir los convenios que se celebren con 
otras Comunidades Autónomas así como los que se 
celebren con la Administración del Estado y suscriban 
los Ministros. 
 2. En los demás supuestos, la firma de los 
convenios corresponde al Consejero competente por 
razón de la materia, salvo avocación de la competencia 
por parte del Presidente. En el caso de que se 
autoricen a propuesta conjunta de dos o más 
Consejerías, el convenio lo suscribirá el Consejero que 
designe el Consejo de Gobierno, de entre los 
proponentes. 
 
Artículo 8.- Del seguimiento de los convenios. 
 
 Al finalizar cada ejercicio presupuestario las 
Consejerías elevarán al Consejo de Gobierno un 
informe relativo a la ejecución de los convenios 
suscritos y de las posibles incidencias que hubieran 
podido plantearse en su cumplimiento, en especial de 
aquellas que pudieran dar lugar a la prórroga o 
modificación de los mismos. 
 
Artículo 9.- De los consorcios. 
 
 1. Cuando la gestión del convenio haga necesario 
crear una organización común, ésta podrá adoptar la 
forma de consorcio dotado de personalidad jurídica, o 
de sociedad mercantil. 
 2. Los órganos de decisión de los consorcios 
estarán integrados por representantes de todas las 
entidades consorciadas, en la proporción que se fije en 
sus respectivos estatutos. 
 3. Los estatutos de los consorcios regularán, como 
mínimo, las siguientes materias: 
  a) Denominación y domicilio. 
  b) Objeto y finalidades. 
  c) Enumeración de las entidades que los 
integran y previsión de admisión de nuevos entes 
consorciados. 
  d) Descripción de la participación de cada una 
de las entidades consorciadas. 
  e) Régimen orgánico y funcional. 
  f) Régimen patrimonial, financiero, 
presupuestario, contable y de control. 
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  g) Régimen de personal. 
  h) Régimen de contratación. 
  i) Régimen de separación y disolución. 
 4. Los estatutos de los consorcios en los que 
participe la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma, así como sus modificaciones, deberán ser 
aprobados por el Consejo de Gobierno y publicados en 
el Boletín Oficial de la Región de Murcia. 
 

TÍTULO II 
LA ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

Capítulo I 
Principios generales 

 
Artículo 10.- Órganos administrativos. 
 
 1. Los órganos de la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma se crean, modifican y suprimen 
conforme a lo establecido en la presente ley. 
 2. Tendrán la consideración de órganos las 
unidades administrativas a las que el ordenamiento 
jurídico atribuya competencias cuyo ejercicio conlleve 
el de potestades capaces de producir efectos en la 
esfera jurídica de los ciudadanos. 
 3. Las unidades administrativas son los elementos 
organizativos básicos de las estructuras orgánicas. Las 
unidades comprenden puestos de trabajo o dotaciones 
de plantilla vinculados funcionalmente por razón de sus 
cometidos y orgánicamente por una jefatura común. 
Pueden existir unidades administrativas complejas, que 
agrupen dos o más unidades menores. 
 4. Si alguna disposición atribuye competencia a la 
Administración pública de la Comunidad Autónoma, sin 
especificar el órgano que debe ejercerla, se entenderá 
que la facultad de instruir y resolver los expedientes, 
corresponde a los órganos inferiores competentes por 
razón de la materia y del territorio, y de existir varios de 
éstos al superior jerárquico común.  
 
Artículo 11.- Órganos superiores y órganos 
directivos. 
 
 1. Los órganos superiores de la Administración 
General son los encargados de establecer los planes 
de actuación de la organización situada bajo su 
responsabilidad, teniendo tal carácter el Presidente de 
la Comunidad Autónoma, el Vicepresidente, en su 
caso, el Consejo de Gobierno y los consejeros. 
 2. Los órganos directivos son los encargados del 
desarrollo y ejecución de los planes de acción 
determinados por los órganos superiores. A estos 
efectos, tienen la consideración de órganos directivos 
de la Administración General: 
  a) Los secretarios generales. 
  b) Los secretarios autonómicos. 
  c) Los directores generales. 
  d) Los vicesecretarios. 

  e) Los subdirectores generales y órganos 
asimilados. 
 3. Los secretarios generales, los secretarios 
autonómicos y los directores generales, ostentan la 
condición de alto cargo, son nombrados por Decreto 
del Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero 
respectivo, gozan del tratamiento de ilustrísimo y están 
sometidos al régimen de incompatibilidades establecido 
por la normativa regional en la materia.  
 4. Los vicesecretarios, los subdirectores generales y 
asimilados, son nombrados, atendiendo a criterios de 
competencia profesional, entre funcionarios de carrera 
que pertenezcan a cuerpos y escalas para cuyo ingreso 
se exija el título de doctor, licenciado, ingeniero, 
arquitecto o equivalente, y su provisión se ajustará a lo 
establecido con carácter general para el personal de la 
Comunidad Autónoma. El régimen de 
incompatibilidades será el previsto para el personal al 
servicio de las administraciones públicas. 
 5. Todos los demás órganos de la Administración 
General se encuentran bajo la dependencia o dirección 
de un órgano superior o directivo. 
 6. Las normas de creación de los organismos 
públicos determinarán sus respectivos órganos 
directivos, así como el procedimiento para su 
nombramiento. 
 

Capítulo II 
Organización y atribuciones de las consejerías 

 
SECCIÓN PRIMERA 

ESTRUCTURA ORGÁNICA DE LAS CONSEJERÍAS 
Y POTESTAD DE ORGANIZACIÓN 

 
Artículo 12.- Las consejerías. 
 
 1. La Administración General de la Comunidad 
Autónoma se organiza en consejerías o 
departamentos, al frente de los cuales habrá un 
Consejero, comprendiendo cada una de ellas uno o 
varios sectores de la actividad administrativa. 
 2. La determinación del número, la denominación y 
el ámbito de competencia respectivo de las Consejerías 
se establecen mediante decreto del Presidente de la 
Comunidad Autónoma. 
 
Artículo 13.- Organización interna de las 
Consejerías. 
 
 1. Bajo la superior autoridad del Consejero, cada 
Consejería se estructura en los siguientes órganos 
directivos: 
 - La Secretaría General. 
 - Las secretarías autonómicas, en su caso. 
 - Las direcciones generales. 
 - La Vicesecretaría. 
 2. Los consejeros podrán constituir un Consejo de 
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Dirección del Departamento para mejorar la 
coordinación de las políticas y servicios propios del 
mismo, así como para el asesoramiento e informe en 
los asuntos que estime de interés. Forman parte de 
dicho Consejo todos los altos cargos de la Consejería y 
de los organismos públicos adscritos a la misma. 
Podrán, también, asistir a las reuniones los titulares de 
los demás órganos directivos y los funcionarios que, en 
cada caso, convoque el Consejero. 
 El Secretario General presidirá el Consejo de 
Dirección en los supuestos de ausencia, enfermedad 
del Consejero, o por delegación de éste. 
 
Artículo 14.- Potestad de organización. 
 
 1. El Consejo de Gobierno, a propuesta del 
Presidente, aprobará los decretos por los que se 
establezcan los órganos directivos de las diferentes 
consejerías. 
 2. Corresponde al Consejo de Gobierno, a iniciativa 
de los consejeros afectados, previo informe de la 
Consejería de Hacienda, y a propuesta del Consejero 
competente en materia de organización administrativa, 
el establecimiento o modificación, por decreto, de la 
estructura orgánica de cada Consejería y sus 
organismos públicos, de acuerdo con lo que disponga 
su ley de creación. 
 3. La creación, modificación o supresión de las 
unidades administrativas inferiores al nivel de sección 
se aprobará por orden de cada Consejería, previo 
informe preceptivo y favorable de la Consejería 
competente en materia de organización administrativa. 
 4. La creación de todo órgano administrativo que 
suponga aumento del gasto público requerirá un 
estudio económico previo del coste de su 
funcionamiento y del rendimiento o utilidad de su 
servicio. 
 
Artículo 15.- Ordenación jerárquica de las 
consejerías. 
 
 1. El Consejero es el órgano superior de la 
Consejería. Los órganos directivos están bajo su 
dependencia. Las secretarías autonómicas, en caso de 
existir, coordinarán la actuación de las direcciones 
generales cuyas competencias se integren en su 
ámbito material de actividad. 
 2. Los vicesecretarios dependen directamente de 
los secretarios generales. Los subdirectores generales 
y órganos asimilados dependen directamente de los 
directores generales o de los titulares de los órganos 
en que el decreto de órganos directivos prevea su 
existencia. 
 

 
SECCIÓN SEGUNDA 

DE LOS CONSEJEROS 

Artículo 16.- Funciones de los consejeros. 
 
 1. Los consejeros, además de las atribuciones que 
les corresponden como miembros del Gobierno 
regional, dirigen, en cuanto titulares de un 
departamento, los sectores de actividad administrativa 
integrados en su Consejería y asumen la 
responsabilidad inherente a dicha dirección. 
 2. Los consejeros, en cuanto titulares de sus 
respectivas consejerías, ejercen las funciones 
siguientes: 
  a) La representación de la Consejería. 
  b) La superior dirección e inspección de la 
misma y de los organismos públicos que le están 
adscritos. 
  c) La elevación al Consejo de Gobierno de los 
anteproyectos de ley o proyectos de decreto, así como 
de las propuestas de acuerdos que afecten a su 
departamento. 
  d) La potestad reglamentaria, en los términos 
previstos en la Ley del  Presidente y del Consejo de 
Gobierno de la Región de Murcia. 
  e) La ejecución de los acuerdos del Consejo de 
Gobierno en el marco de sus competencias. 
  f) La resolución de los recursos administrativos y 
reclamaciones que les correspondan. 
  g) La declaración de lesividad de los actos 
administrativos anulables, así como la revisión de oficio 
de los actos nulos, emanados de los órganos 
integrados en la Consejería. 
  h) La resolución de los conflictos de 
competencias entre los órganos de su Consejería, así 
como suscitar los que procedan con otros 
departamentos. 
  i) La superior autoridad sobre el personal de la 
Consejería. 
  j) La aprobación de la propuesta de los estados 
de gastos de la Consejería, y de los presupuestos de 
los organismos públicos dependientes, y su remisión a 
la Consejería competente en materia de hacienda. 
  k) La propuesta al Consejo de Gobierno del 
nombramiento y cese de los altos cargos de su 
departamento y de los Organismos Públicos a él 
adscritos. 
  l) La gestión de los créditos para gastos de su 
Consejería en los términos establecidos por la Ley de 
Hacienda de la Región de Murcia y por la Ley de 
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
para cada ejercicio. 
  m) Las que le corresponden como órganos de 
contratación de la Administración General, celebrando 
en su nombre los contratos que, en el ámbito de su 
competencia, le correspondan, de conformidad con la 
legislación de contratos de las administraciones 
públicas. 
  n) La concesión de subvenciones, sin perjuicio 
de la autorización del Consejo de Gobierno, cuando 
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proceda. 
  ñ) La propuesta al Consejo de Gobierno de 
autorización de acuerdos específicos de colaboración o 
cooperación con otras entidades públicas o privadas, 
en la esfera de su competencia, así como su 
suscripción, una vez autorizados por el mismo,  con las 
excepciones previstas en esta ley. 
  o) La resolución de los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial. 
  p) La propuesta de ejercicio de acciones en vía 
jurisdiccional, así como del desistimiento y 
allanamiento. 
  q) Las demás atribuciones que le confieran las 
leyes y reglamentos. 
 3. Las competencias previstas en los apartados b), 
c), d), g), h) y k) del número anterior no tendrán el 
carácter de delegables. 
 

SECCIÓN TERCERA 
LOS ÓRGANOS DIRECTIVOS DE LAS 

CONSEJERÍAS 
 
Artículo 17.- Las secretarías generales. 
 
 1. Los titulares de las secretarías generales ejercen 
la jefatura superior de la Consejería, después del 
Consejero. 
 2. Bajo la superior dirección de éste, tienen las 
siguientes competencias: 
  a) Ostentar la representación de la Consejería, 
por delegación del Consejero. 
  b) Prestar asistencia política y técnica al 
Consejero en cuantos asuntos éste estime 
conveniente, así como prestar asistencia técnica a las 
direcciones generales, siempre que se les requiera.  
  c) Asumir la inspección de los centros, 
dependencias y organismos afectos a la Consejería, 
así como organizar el régimen interno de los servicios. 
  d) Desempeñar la jefatura del personal de la 
Consejería. 
  e) Elaborar los proyectos de planes generales de 
actuación y los programas de necesidades de la 
Consejería. 
  f) Proponer lo relativo a la organización y 
métodos de trabajo para racionalizar el funcionamiento 
de los servicios en los distintos centros de la 
Consejería. 
  g) Informar sobre la legalidad y viabilidad 
económica de los programas de actuaciones de las 
distintas unidades de la Consejería. 
  h) Preparar las compilaciones de las 
disposiciones vigentes, proponer modificaciones y 
revisiones de textos legales que consideren oportunas 
y tener a su cargo los servicios de documentación 
jurídica y las publicaciones técnicas de la Consejería. 
  i) Preparar la formación de estadísticas con 
respecto a las materias que afecten a la Consejería, en 

colaboración con los organismos que consideren 
oportuno. 
  j) Ejercer las facultades que el Consejero les 
delegue. 
  k) Las demás atribuciones que le confieran las 
leyes y reglamentos. 
 3. Las competencias previstas en los apartados a), 
b), c), d), f) y j) del número anterior no tendrán el 
carácter de delegables. 
 
Artículo 18.- Las secretarías autonómicas. 
 
 1. Las secretarías autonómicas sólo podrán 
constituirse, excepcionalmente, cuando el volumen de 
responsabilidad política o de gestión de una 
determinada Consejería exija la agrupación sectorial de 
algunas de sus direcciones generales, o cuando lo exija 
la coordinación de acciones sectoriales. 
 2. Corresponde a los secretarios autonómicos: 
  a) Ejercer las atribuciones que les asigne la 
norma de creación del órgano o que les delegue el 
Consejero, sobre el específico sector de actividad 
administrativa del departamento que les esté 
encomendado.  
  b) Ejercer las competencias inherentes a su 
responsabilidad de coordinación y, en particular, 
impulsar la consecución de los objetivos y la ejecución 
de los proyectos de su organización, controlando su 
cumplimiento, supervisando la actividad de los órganos 
directivos que les estén adscritos. 
  c) Las demás atribuciones que le confieran las 
leyes y reglamentos. 
 
Artículo 19.- Las direcciones generales. 
 
 1. Los directores generales son los titulares de los 
órganos directivos encargados de la gestión de una o 
varias áreas funcionalmente homogéneas de cada 
Consejería. A tal efecto, les corresponde: 
  a) Elaborar los proyectos de su Dirección 
General para alcanzar los objetivos establecidos por el 
Consejero, dirigir su ejecución y controlar su adecuado 
cumplimiento. 
  b) Ejercer las competencias atribuidas a la 
Dirección General y las que le sean desconcentradas o 
delegadas. 
  c) Proponer, en los restantes casos, la 
resolución que estime procedente sobre los asuntos 
que afectan a la respectiva Dirección General. 
  d) Impulsar y supervisar las actividades que 
forman parte de la gestión ordinaria de la Dirección 
General y velar por el buen funcionamiento de los 
órganos y unidades dependientes y del personal 
integrado en los mismos. 
  e) Proponer los objetivos de los programas 
presupuestarios atribuidos a su Dirección General, a 
los efectos del borrador de anteproyecto de ley de 
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presupuestos y dirigir la ejecución de los que le 
estuviesen asignados en el presupuesto vigente. 
  f) La gestión del archivo e inventario de bienes 
de su centro directivo. 
  g) Las demás atribuciones que le confieran las 
leyes y reglamentos. 
 
Artículo 20.- Las vicesecretarías. 
 
 Dependiendo directamente del Secretario General 
existirá una Vicesecretaría, cuyo titular ostentará el 
máximo nivel administrativo y tendrá las competencias 
sobre servicios comunes que le atribuya el decreto de 
estructura orgánica del departamento y, en todo caso 
las de: 
 a) Prestar al Secretario General la asistencia 
precisa para el más eficaz cumplimiento de sus 
cometidos y, en particular, la eficiente utilización de los 
medios y recursos materiales, económicos y 
personales que tengan asignados. 
 b) Gestionar de modo inmediato los servicios 
comunes de la Consejería. 
 c) Proponer lo relativo a la organización, 
racionalización y métodos de trabajo de dichos 
servicios. 
 d) Gestionar el archivo e inventario de los bienes de 
la Secretaría General y coordinar, en esta materia, a 
todos los órganos directivos de la Consejería.   
 e) Recabar de su servicio jurídico el informe de las 
propuestas de resolución de recursos y reclamaciones 
que sean competencia de la Consejería. 
 f) Las demás atribuciones que le confieran las leyes 
y reglamentos. 
 
Artículo 21.- Las subdirecciones generales y 
órganos asimilados. 
 
 Los subdirectores generales son los responsables 
inmediatos, bajo la supervisión del Director General o 
del titular del órgano del que dependan, de la ejecución 
de aquellos proyectos, objetivos o actividades que les 
sean asignados, así como de la gestión ordinaria de los 
asuntos de la competencia de la Subdirección General. 
 
Artículo 22.- De los demás órganos de la 
Administración General. 
 
 1. Las secretarías generales, secretarías 
autonómicas, direcciones generales, vicesecretarías y 
las subdirecciones generales y órganos asimilados 
podrán estructurarse en servicios, secciones, 
negociados, o en unidades administrativas asimiladas a 
las anteriores. 
 2. La existencia de cualquiera de las unidades 
administrativas antes citadas no supondrá, 
necesariamente, la existencia de las inmediatas 
superiores o inferiores. 

Capítulo III 
Órganos colegiados 

 
Artículo 23.- Requisitos para constituir órganos 
colegiados. 
 
 1. Son órganos colegiados aquellos que se creen 
formalmente y estén integrados por tres o más 
personas, a los que se atribuyan funciones 
administrativas de decisión, propuesta, asesoramiento, 
seguimiento o control, y que actúen integrados en la 
Administración General o alguno de sus organismos 
públicos. 
 2. La constitución de un órgano colegiado en la 
Administración General y en sus organismos públicos 
requiere la determinación, en su norma de creación, de 
los siguientes extremos: 
  a) Sus fines u objetivos. 
  b) Su integración administrativa o dependencia 
jerárquica. 
  c) La composición y los criterios para la 
designación de su presidente y de los restantes 
miembros. 
  d) Las funciones de decisión, propuesta, 
informe, seguimiento o control, así como cualquier otra 
que se le atribuya. 
  e) La dotación de los créditos necesarios, en su 
caso, para su funcionamiento. 
 3. El régimen jurídico de los órganos colegiados a 
que se refiere el apartado 1 de este artículo se ajustará 
a las normas contenidas en el capítulo II del título II de 
la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sin 
perjuicio de las peculiaridades organizativas contenidas 
en la presente ley o en su norma de creación. 
 4. En los órganos colegiados, podrán existir 
representantes de otras administraciones públicas, 
cuando éstas lo acepten voluntariamente, o cuando 
una norma aplicable a las administraciones afectadas 
lo determine. 
 5. En la composición de los órganos colegiados 
podrán participar, cuando así se determine, 
organizaciones representativas de intereses sociales, 
así como otros miembros que se designen por las 
especiales condiciones de experiencia o conocimientos 
que concurran en ellos, en atención a la naturaleza de 
las funciones asignadas a tales órganos. 
 
Artículo 24.- Creación, modificación y supresión de 
órganos colegiados. 
 
 1. La creación de órganos colegiados de la 
Administración General y de sus organismos públicos 
sólo requerirá de norma específica, con publicación en 
el "Boletín Oficial de la Región de Murcia", en los casos 
en que se les atribuyan, cualquiera de las siguientes 
competencias: 



2382  BOLETÍN OFICIAL DE LA ASAMBLEA REGIONAL DE MURCIA 
 
 
  a) Competencias decisorias. 
  b) Competencias de propuesta o emisión de 
informes preceptivos que deban servir de base a 
decisiones de otros órganos administrativos. 
  c) Competencias de seguimiento o control de las 
actuaciones de otros órganos de la Administración 
Pública de la Comunidad Autónoma. 
 2. En los supuestos enunciados en el apartado 
anterior, la norma de creación deberá revestir la forma 
de decreto en el caso de los órganos colegiados 
interdepartamentales cuyo presidente tenga rango igual 
o superior a Consejero; orden conjunta para los 
restantes órganos colegiados interdepartamentales, y 
orden de la Consejería correspondiente para los de 
carácter departamental. 
 3. En todos los supuestos no comprendidos en el 
apartado 1 de este artículo, los órganos colegiados 
tendrán el carácter de grupos o comisiones de trabajo y 
podrán ser creados por acuerdo del Consejo de 
Gobierno o por las Consejerías interesadas. Sus 
acuerdos no podrán tener trascendencia jurídica directa 
frente a terceros. 
 4. La modificación y supresión de los órganos 
colegiados y de los grupos o comisiones de trabajo de 
la Administración General y de los organismos públicos 
se llevará a cabo en la misma forma dispuesta para su 
creación, salvo que su norma de creación hubiera fijado 
plazo para su extinción, en cuyo caso se producirá 
automáticamente en la fecha señalada al efecto. 
 

TÍTULO III 
DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA 
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA 

REGIÓN DE MURCIA 
Capítulo I 

Régimen jurídico de las disposiciones y actos 
 
Artículo 25.- Forma de las disposiciones y actos. 
 
 1. Adoptarán la forma de Decreto del Presidente, las 
siguientes disposiciones, que no precisarán refrendo de 
ningún consejero: 
  a) Creación y extinción de las consejerías, 
incluida la modificación de su denominación y de las 
competencias que les corresponden así como  el 
establecimiento del orden de prelación entre las 
mismas. 
  b) Determinación del régimen de suplencias de 
los consejeros entre sí y del Secretario del Consejo de 
Gobierno. 
  c) Cualquier otro supuesto previsto en la 
normativa vigente. 
 2. Adoptarán la forma de Decreto, las disposiciones 
de carácter general, así como los actos emanados del 
Consejo de Gobierno, para los que estuviera 
expresamente prevista esta forma. Los demás actos 

del Consejo de Gobierno adoptarán la forma de 
Acuerdo. 
 Los decretos serán firmados por el Presidente y por 
el Consejero competente en la materia. Si fueran 
adoptados a propuesta de varias consejerías serán 
firmados por el Presidente y por el Secretario del 
Consejo de Gobierno. 
 3. Las resoluciones contenidas en los acuerdos 
aprobados por las comisiones delegadas adoptarán 
forma de Orden de la Comisión Delegada, y serán 
firmadas por el Consejero competente y, en el caso de 
que afecten a varias consejerías, serán firmadas 
conjuntamente por los consejeros competentes. 
 4. Adoptarán la forma de Orden de los Consejeros, 
las disposiciones y resoluciones de los mismos en el 
ejercicio de sus competencias. Cuando la disposición o 
resolución afecte a varias Consejerías, será firmada por 
todos los consejeros competentes.  
 5. Adoptarán la forma de Resolución, los actos 
dictados por los secretarios generales, secretarios 
autonómicos y directores generales, en el ámbito de 
sus respectivas competencias. 
 
Artículo 26.- Conflictos de competencias. 
 
 1. Los conflictos positivos o negativos de 
competencias entre órganos de una misma Consejería 
serán resueltos por el  superior jerárquico común, en el 
plazo de diez días a contar desde su planteamiento, sin 
que quepa recurso alguno. 
 2. En los conflictos positivos, el órgano que se 
considere competente requerirá de inhibición al que 
conozca del asunto, quien suspenderá el procedimiento 
por un plazo de diez días. Si, dentro de dicho plazo, 
acepta el requerimiento, remitirá el expediente al 
órgano requirente. En caso de considerarse 
competente remitirá, acto seguido, las actuaciones al 
órgano competente para resolver planteando el 
conflicto. 
 3. En los conflictos negativos, el órgano que se 
estime incompetente remitirá directamente las 
actuaciones al órgano que considere competente, 
quien decidirá en el plazo de diez días desde su 
recepción y, en su caso, de considerarse, asimismo 
incompetente, remitirá, acto seguido, el expediente con 
su informe, al órgano competente para la resolución, 
planteando el conflicto. 
 
Artículo 27.- Recurso de alzada. 
 
 1. Contra las resoluciones de los órganos de la 
Administración pública de la Comunidad Autónoma que 
no pongan fin a la vía administrativa y los actos de 
trámite, en aquellos supuestos previstos en el régimen 
jurídico básico de las administraciones públicas, podrá 
interponerse recurso de alzada ante el superior 
jerárquico del órgano que los dictó. 
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 2. A estos efectos, tendrán la consideración de 
órgano jerárquico superior: 
  a) El Consejo de Gobierno, respecto de los actos 
de los consejeros. 
  b) Los consejeros, respecto de los actos de los 
secretarios generales y de los titulares de los demás 
órganos directivos de la Consejería, así como de los 
dictados por los máximos órganos de dirección 
unipersonales o colegiados de los organismos públicos 
adscritos a la misma, salvo que la respectiva ley de 
creación establezca otra cosa. 
 
Artículo 28.- Actos que ponen fin a la vía 
administrativa. 
 
 Ponen fin a la vía administrativa, además de los 
supuestos previstos en la normativa básica estatal,  las 
resoluciones de los siguientes órganos: 
 a) Las del Presidente y del Vicepresidente. 
 b) Las del Consejo de Gobierno. 
 c) Las de las comisiones delegadas del Consejo de 
Gobierno, salvo que una ley otorgue recurso ante el 
Consejo de Gobierno en relación con actos acordados 
por la correspondiente Comisión Delegada en ejercicio 
de una competencia atribuida a la misma.  
 d) Las de los consejeros, salvo cuando una ley 
otorgue recurso ante el Consejo de Gobierno. 
 e) Las de los demás órganos, en los casos que 
resuelvan por delegación de un órgano cuyas 
resoluciones pongan fin a la vía administrativa. 
 
Artículo 29.- Reclamaciones previas a la vía civil o 
laboral. 
 
 1 Las reclamaciones administrativas previas a la vía 
judicial civil o laboral se interpondrán ante el Consejero 
competente y se resolverán por el mismo. 
 2. En los organismos públicos, estas reclamaciones 
serán resueltas por el órgano máximo del organismo, 
salvo que, por sus estatutos, tal competencia se 
atribuya al titular de la Consejería a la cual esté 
adscrito. 
 
Artículo 30.- Reclamaciones económico-
administrativas.  
 
 Corresponde al Consejero competente en materia 
de hacienda conocer, en única instancia, de las 
reclamaciones económico-administrativas contra los 
actos dictados en materia de gestión, liquidación, 
inspección, recaudación y devolución de los tributos 
propios y de los precios públicos regionales, así como 
contra los actos de liquidación, recaudación y 
devolución de los demás ingresos de Derecho público 
propios. 
 Contra los referidos actos se podrá interponer ante 
el mismo órgano u organismo público que los haya 

dictado, el recurso de reposición potestativo previo a la 
vía económico-administrativa, sin que, en ningún caso, 
puedan simultanearse ambos medios de impugnación. 
Las resoluciones de las reclamaciones agotarán la vía 
administrativa y contra las mismas se podrá interponer 
recurso contencioso-administrativo, de conformidad con 
la legislación reguladora de dicha jurisdicción. 
 

Capítulo II 
Procedimiento administrativo 

 
Artículo 31.- Reglas generales. 
 
 La Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma ajustará su actuación a las prescripciones 
del procedimiento administrativo común y a las que se 
establezcan en razón de las especialidades derivadas 
de su propia organización.  
 
Artículo 32.- Registros. 
 
 1. Para la debida constancia de cuantos escritos o 
comunicaciones se reciban o expidan por la 
Administración pública de la Comunidad Autónoma, 
existirá un sistema unificado de registro que contará 
con las unidades necesarias para hacer real y efectivo 
el principio de proximidad a los ciudadanos. Dicho 
sistema será extensible, mediante convenio, a los 
municipios de la Región y a la Administración del 
Estado. 
 2. A los efectos del cómputo del plazo para la 
resolución y notificación de los procedimientos iniciados 
a instancia de parte, se entiende por registro del órgano 
competente para la tramitación de una solicitud, 
cualquiera de las unidades del sistema unificado de 
registro. 
 3. Por Orden de la Consejería competente en 
materia de organización administrativa se irán 
determinando de manera progresiva qué unidades se 
integran en el sistema unificado de registro a las que 
será de aplicación el régimen establecido en este 
artículo.  
 
Artículo 33.- Revisión de oficio. 
 
 1. Serán competentes para la revisión de oficio de 
los actos y disposiciones administrativos nulos y para la 
declaración de lesividad de los actos anulables: 
  a) El Consejo de Gobierno, respecto de sus 
propias disposiciones y actos y de las disposiciones y 
actos dictados por los consejeros. 
  b) Los consejeros, respecto de los actos 
dictados por los demás órganos de su Consejería o por 
los máximos órganos rectores de los organismos 
públicos adscritos a la misma. 
  c) Los máximos órganos rectores de los 
organismos públicos respecto de los actos dictados por 
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los órganos de ellos dependientes. 
 2. La revisión de oficio en materia tributaria se 
ajustará a lo dispuesto en la Ley General Tributaria y 
disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la 
misma. 
 

Capítulo III 
De la contratación 

 
Artículo 34.- Régimen jurídico. 
 
 Los contratos que celebre la Administración regional 
se regirán por la legislación básica del Estado y por la 
normativa autonómica de desarrollo de la misma. 
 
Artículo 35.- Órganos de contratación. 
 
 1. Los consejeros son los órganos de contratación 
de la Administración General y están facultados para 
celebrar en su nombre los contratos en el ámbito de su 
competencia. 
 2. Los representantes legales de los organismos 
públicos regionales son los órganos de contratación de 
los mismos, pudiendo fijar los titulares de las 
consejerías a que se hallen adscritos la cuantía a partir 
de la cual será necesaria su autorización para la 
celebración de contratos. 
 3. No obstante, el órgano de contratación necesitará 
la autorización del Consejo de Gobierno para celebrar 
contratos cuando su cuantía exceda de la que la Ley de 
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
fije como atribución de los consejeros u otros órganos 
de contratación, o dicha cuantía sea indeterminada. 
 4. Corresponde al Consejo de Gobierno, la 
aprobación de los pliegos generales para la 
contratación administrativa. 
 
Artículo 36.- Mesa de Contratación. 
 
 1. En cada Consejería u organismo público el 
órgano de contratación estará asistido por una Mesa de 
Contratación integrada por: 
  a) El Presidente, que será el Secretario General 
o el representante legal del organismo público, o 
personas en quienes deleguen. 
  b) Hasta dos vocales, designados por el 
Presidente. 
  c) Un representante de la Intervención General 
de la Comunidad Autónoma. 
  d) Un asesor jurídico del servicio jurídico de la 
Vicesecretaría de la Consejería o del organismo 
público. 
  e) El secretario, que será un funcionario adscrito 
al servicio de contratación de la Consejería u 
organismo público. 
 2. En las entidades públicas empresariales se 
sustituirá el representante de la Intervención General 

por el funcionario que, a tal efecto, designe el órgano 
de contratación. 
 

TÍTULO IV 
ORGANISMOS PÚBLICOS 

Capítulo I 
Régimen Jurídico General 

 
Artículo 37.- Actividades propias de los organismos 
públicos. 
 
 Los organismos públicos realizan, bajo la 
dependencia o vinculación de la Administración 
General, actividades de ejecución o gestión, tanto 
administrativas como de contenido económico, cuyas 
características justifiquen su organización y desarrollo 
en régimen de descentralización funcional. 
 
Artículo 38.- Personalidad jurídica y potestades. 
 
 1. Los organismos públicos tienen personalidad 
jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería 
propios, así como autonomía de gestión, en los 
términos de esta ley y su propia ley de creación. 
 2. Dentro de su esfera de competencia, les 
corresponden las potestades administrativas precisas 
para el cumplimiento de sus fines, salvo la potestad 
expropiatoria, en los términos que prevean sus normas 
de creación. 
 Los estatutos podrán atribuir a los organismos 
públicos regionales la potestad de ordenar aspectos 
secundarios del funcionamiento del servicio 
encomendado, en el marco y con el alcance 
establecido por las disposiciones que fijen el régimen 
jurídico básico de dicho servicio. 
 
Artículo 39.- Clasificación y adscripción de los 
organismos públicos. 
 
 1. Los organismos públicos se clasifican en: 
  a) Organismos autónomos. 
  b) Entidades públicas empresariales. 
 2. Los organismos autónomos dependen de una 
Consejería a la que corresponde la planificación, la 
evaluación y el control de los resultados de su 
actividad. 
 3. Las entidades públicas empresariales dependen 
de una Consejería o un organismo autónomo que 
ejercerá las funciones aludidas en el apartado anterior. 
 
Artículo 40.- Creación de organismos públicos. 
 
 1. La creación de los organismos autónomos y de 
las entidades públicas empresariales se efectuará por 
ley. 
 2. La ley de creación establecerá: 
  a) El tipo de organismo público que crea, con 
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indicación de su denominación y sus fines generales, 
así como la Consejería de adscripción. 
  b) Las potestades administrativas generales que 
puede ejercitar. 
  c) Sus órganos directivos y el procedimiento 
para el nombramiento de sus titulares. 
  d) En su caso, los recursos económicos, así 
como las peculiaridades de su régimen de personal, de 
contratación, patrimonial, y cualesquiera otras que, por 
su naturaleza, exijan norma con rango de ley.  
 3. El anteproyecto de ley de creación de un 
organismo público que se eleve al Consejo de 
Gobierno, deberá ser acompañado de una propuesta 
de estatutos y del plan inicial de actuación del mismo, 
cuyo contenido se desarrollará reglamentariamente 
debiendo fijar, en todo caso, sus objetivos, así como 
sus recursos humanos y materiales. 
 4. La aprobación del plan inicial de actuación 
corresponde al titular de la Consejería de la que 
dependa el organismo. 
 
Artículo 41.- Estatutos. 
 
 1. Los estatutos de los organismos autónomos y de 
las entidades públicas empresariales regularán, como 
mínimo, los siguientes extremos: 
  a) La estructura organizativa, y las funciones y 
competencias del organismo. 
  b) El patrimonio que se les asigne para el 
cumplimiento de sus fines y los recursos económicos 
que haya de financiar el organismo. 
  c) El régimen relativo a recursos humanos, 
patrimonio y contratación. 
  d) El régimen presupuestario, económico-
financiero, de intervención, control financiero y 
contabilidad. 
 2. La aprobación de los estatutos corresponde al 
Consejo de Gobierno, mediante decreto a propuesta 
del titular del departamento de adscripción, previo 
informe de las consejerías competentes en materia de 
organización administrativa y hacienda. 
 
Artículo 42.- Extinción y liquidación de organismos 
públicos. 
 
 1. La extinción de los organismos autónomos y 
entidades públicas empresariales se producirá: 
  a) Por determinación de una ley. 
  b) Mediante decreto acordado en Consejo de 
Gobierno, a propuesta del titular del departamento de 
adscripción, previo informe de las consejerías 
competentes en materia de organización administrativa 
y hacienda, en los casos siguientes: 
   b.1) Por el transcurso del tiempo de 
existencia señalado en la ley de creación. 
   b.2) Porque la totalidad de sus fines y 
objetivos se asuma por los servicios de la 

Administración pública de la Comunidad Autónoma. 
   b.3) Porque sus fines hayan sido totalmente 
cumplidos, de forma que no se justifique la pervivencia 
del organismo público. 
 2. La norma correspondiente establecerá las 
medidas aplicables al personal del organismo afectado, 
en el marco de la legislación reguladora de dicho 
personal. Asimismo, determinará la integración en el 
patrimonio de la Comunidad Autónoma de los bienes y 
derechos que, en su caso, resulten sobrantes de la 
liquidación del organismo, para su afectación a 
servicios de la Administración General o adscripción a 
los organismos públicos que proceda conforme a lo 
previsto en las disposiciones reguladoras del 
patrimonio de la Comunidad Autónoma, ingresándose 
en el Tesoro regional el remanente líquido resultante, si 
lo hubiere. 
 

Capítulo II 
Los organismos autónomos 

 
Artículo 43.- Funciones de los organismos 
autónomos. 
 
 Los organismos autónomos se rigen por el Derecho 
Administrativo y se les encomienda, en régimen de 
descentralización funcional y en ejecución de 
programas específicos de la actividad de una 
Consejería, la realización de actividades 
administrativas de fomento, prestacionales o de gestión 
de servicios públicos. 
 
Artículo 44.- Personal al servicio de los organismos 
autónomos. 
 
 1. El personal al servicio de los organismos 
autónomos estará sujeto al régimen general aplicable al 
personal de la Administración General sin perjuicio de 
las peculiaridades que pueda establecerse en su ley de 
creación. 
 2. El organismo autónomo aplicará las instrucciones 
sobre recursos humanos establecidas por la Consejería 
competente en materia de función pública. 
 
Artículo 45.- Patrimonio de los organismos 
autónomos. 
 
 El régimen patrimonial de los organismos 
autónomos será el establecido en la Ley de Patrimonio 
de la Comunidad Autónoma.  
 

Capítulo III 
Las entidades públicas empresariales 

 
Artículo 46.- Funciones y régimen general aplicable 
a las entidades públicas empresariales. 
 1. Las entidades públicas empresariales son 
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organismos públicos a los que se encomienda la 
realización de actividades y servicios económicos, 
prestacionales, o la producción de bienes de interés 
público susceptibles de contraprestación. 
 2. Las entidades públicas empresariales se rigen 
por el Derecho privado, excepto en la formación de la 
voluntad de sus órganos, en el ejercicio de las 
potestades administrativas que tengan atribuidas y en 
los aspectos específicamente regulados para las 
mismas en esta ley, en sus normas de creación y en la 
legislación presupuestaria. 
 3. Las potestades administrativas atribuidas a las 
entidades públicas empresariales sólo pueden ser 
ejercidas por aquellos órganos de éstas a los que sus 
estatutos asignen expresamente esta facultad. 
 
Artículo 47.- Personal al servicio de las entidades 
públicas empresariales. 
 
 1. El personal de las entidades públicas 
empresariales se rige por el Derecho laboral, excepto 
aquel que se encuentre sujeto a una relación de 
servicio de carácter estatutario, el cual se regirá por la 
legislación que les resulta de aplicación. 
 2. La selección del personal laboral de estas 
entidades se realizará mediante convocatoria pública 
basada en los principios de igualdad, mérito y 
capacidad. 
 3. La ley de creación de cada entidad pública 
empresarial deberá determinar las condiciones 
conforme a las cuales, los funcionarios de la 
Administración pública de la Comunidad Autónoma y, 
en su caso, de otras administraciones públicas, podrán 
cubrir destinos en la referida entidad, y establecerá, 
asimismo, las competencias que a la misma 
correspondan sobre este personal. 
 
Artículo 48.- Patrimonio de las  entidades públicas 
empresariales. 
 
 El régimen patrimonial de las entidades públicas 
empresariales será el establecido en la Ley de 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma.  
 

Capítulo IV 
Disposiciones Comunes 

 
Artículo 49.- Régimen de contratación y 
presupuestario de los organismos públicos. 
 
 1. La contratación de los organismos públicos se 
rige por las previsiones contenidas al respecto en la 
legislación de contratos de las administraciones 
públicas. 
 2. El régimen presupuestario, económico-financiero, 
de contabilidad, intervención y de control financiero de 
los organismos públicos será el establecido en la Ley 

de Hacienda de la Región de Murcia. 
 
Artículo 50.- Control de eficacia. 
 
 Los Organismos Públicos están sometidos a un 
control de eficacia que será ejercido por la Consejería 
de adscripción, sin perjuicio de lo establecido al 
respecto por la Ley de Hacienda de la Región de 
Murcia. Dicho control tiene por finalidad comprobar el 
grado de cumplimiento de los objetivos y la adecuada 
utilización de los recursos asignados. 
 
Artículo 51.- Impugnación de los actos de los 
organismos públicos. 
 
 Contra los actos y resoluciones de los organismos 
autónomos, así como contra los dictados en el ejercicio 
de potestades administrativas por las entidades 
públicas empresariales, caben los recursos 
administrativos o reclamaciones previas que procedan, 
previstos en la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas. 
 
Artículo 52.- Recursos económicos. 
 
 1. Los recursos económicos de los organismos 
autónomos podrán provenir de las siguientes fuentes: 
  a) Los bienes y valores que constituyen su 
patrimonio. 
  b) Los productos y rentas de dicho patrimonio. 
  c) Las consignaciones específicas que tuvieren 
asignadas en los Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma. 
  d) Las transferencias corrientes o de capital que 
procedan de las administraciones o entidades públicas. 
  e) Los ingresos ordinarios y extraordinarios que 
estén autorizados a percibir, según las disposiciones 
por las que se rijan. 
  f) Las donaciones, legados y otras aportaciones 
de entidades privadas y de particulares. 
  g) Cualquier otro recurso que pudiera serles 
atribuido. 
 2. Las entidades públicas empresariales deberán 
financiarse con los ingresos que se deriven de sus 
operaciones y con los recursos económicos 
comprendidos en las letras a), b), e) y g) del apartado 
anterior. Excepcionalmente, cuando así lo prevea la ley 
de creación, podrán financiarse con los recursos 
señalados en las restantes letras del mismo apartado. 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
Primera.- Fundaciones constituidas 
mayoritariamente o en su totalidad por 
aportaciones de la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma. 
 1. Las fundaciones constituidas, mayoritariamente o 
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en su totalidad, por aportaciones de la Administración 
Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, se rigen por el Derecho privado y por la 
normativa específica que les resulta de aplicación.  
 2. El Consejo de Gobierno aprobará la constitución 
de las fundaciones a que se refiere el apartado anterior, 
su dotación económica, los estatutos, y la designación 
de los miembros que, en representación de la 
Comunidad Autónoma, vayan a formar parte de su 
patronato. 
 
Segunda.- Sociedades mercantiles regionales. 
 
 1. Son sociedades mercantiles regionales aquellas 
cuyo capital esté aportado íntegramente o tenga 
participación mayoritaria de la Administración pública 
de la Comunidad Autónoma, ya sea de forma directa o 
indirecta. 
 2. La creación de las sociedades mercantiles 
regionales se efectuará: 
  a) Por decreto del Consejo de Gobierno, si la 
cuantía de la aportación pública no excede de la 
autorizada anualmente por la Ley de Presupuestos de 
la Comunidad Autónoma. 
  b) Por ley de la Asamblea Regional, cuando 
exceda de dicha autorización. 
 3. Corresponderá al Consejo de Gobierno la 
propuesta o designación, según proceda, de los 
representantes de la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma en los órganos de las 
sociedades en que ésta participe, sin perjuicio de las 
facultades atribuidas por su normativa de creación a los 
organismos públicos. 
 4. Las sociedades mercantiles regionales se regirán 
íntegramente, cualquiera que sea su forma jurídica, por 
el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias 
en que les sea de aplicación la normativa 
presupuestaria, contable, de control financiero y 
contratación. En ningún caso podrán disponer de 
facultades que impliquen el ejercicio de autoridad 
pública. 
 
Tercera.- Organismos autónomos y entidades 
públicas empresariales de nueva creación. 
 
 El régimen de control de los organismos autónomos 
que se creen al amparo de esta ley, será el establecido 
en el artículo 98.1 del Texto Refundido de la Ley de 
Hacienda de la Región de Murcia para los organismos 
autónomos de carácter administrativo. Las entidades 
públicas empresariales de nueva creación, estarán 
sujetas al régimen de control financiero previsto en el 
artículo 99.1 de dicha Ley. 
 
Cuarta.- Modificaciones de la Ley 3/1992, de 30 de 
julio, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia. 

 1. Se modifica el número 2 del artículo 22 de la Ley 
3/1992, de 30 de julio, que queda redactado como 
sigue: 
  "2. Es competencia de la Consejería de 
Hacienda la afectación de bienes y derechos al dominio 
público, excepto en los casos de afectación a fines o 
servicios públicos encomendados a los organismos 
públicos, para cuya afectación expresa será 
competente el titular de la Consejería de la que 
dependan." 
 2. Se da nueva redacción al artículo 50 de la Ley 
3/1992, de 30 de julio, que queda como sigue: 
  "Artículo 50. 
  1. Las adquisiciones a que se refieren los 
artículos anteriores, efectuadas por los organismos 
públicos de la Comunidad Autónoma de Murcia, se 
realizarán conforme a lo establecido en sus leyes de 
creación o en la legislación específica y, en su defecto, 
por las disposiciones de esta ley, previo informe 
favorable de la Consejería competente en materia de 
hacienda cuando se trate de bienes inmuebles. 
  Se exceptúa de lo dispuesto en el apartado 
anterior las adquisiciones a que se refieren los números 
2 y 3 del artículo 49 de esta ley. 
  2. Los bienes y derechos propiedad de los 
organismos públicos que resulten innecesarios para el 
cumplimiento de sus fines, excepto los que hayan sido 
adquiridos para devolverlos al tráfico jurídico, que 
podrán ser enajenados por aquéllos, se incorporarán al 
patrimonio de la Administración General de la 
Comunidad Autónoma, previa desafectación, en su 
caso, por el Consejo de Gobierno, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 29.2" 
 
Quinta.- Régimen propio de otros entes. 
 
 El Consejo Jurídico de la Región de Murcia y el 
Consejo Económico y Social de la Región de Murcia se 
regirán por esta ley en lo no previsto en su normativa 
específica. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
Primera.- Adaptación de los organismos 
autónomos y las demás entidades de Derecho 
público a las previsiones de esta ley. 
 
 1. Sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones 
contenidas en el título primero de esta ley y de las 
competencias de control atribuidas en la misma a las 
consejerías de adscripción, los organismos autónomos 
y las demás entidades de Derecho público existentes, 
se seguirán rigiendo por la normativa vigente a la 
entrada en vigor de esta ley, hasta tanto se proceda a 
su adecuación a las previsiones contenidas en la 
misma. 
 2. Dicha adecuación se llevará a efecto por Decreto, 
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a propuesta del titular del departamento de adscripción, 
en los siguientes casos: 
  a) Adecuación de los actuales organismos 
autónomos, cualquiera que sea su carácter, al tipo de 
organismo autónomo previsto en esta ley. 
  b) Adecuación de los entes incluidos en la letra 
a) del apartado 1 del artículo 6 del Texto Refundido de 
la Ley de Hacienda de la Región de Murcia, al tipo de 
entidad pública empresarial. 
 Cuando la norma de adecuación incorpore 
peculiaridades respecto del régimen general de cada 
tipo de organismo en materia de personal, contratación 
y régimen fiscal, la norma deberá tener rango de ley. 
 Cuando la adecuación suponga la transformación 
de un organismo autónomo en entidad pública 
empresarial, o viceversa, se producirá mediante ley. 
 3. Este proceso de adaptación deberá haber 
concluido en un plazo máximo de dos años, a partir de 
la entrada en vigor de esta ley. 
 4. Una vez producida dicha adecuación, la 
referencia, en cualquier norma regional, a los 
organismos autónomos de carácter administrativo, 
comercial, industrial, financiero o análogo y a las 
entidades de Derecho público de la letra a) del 
apartado 1 del artículo 6 del Texto Refundido de la Ley 
de Hacienda regional, se entenderán hechas a los 
organismos y entidades públicas empresariales, a los 
que se refiere esta ley, respectivamente. 
 
Segunda.- Registros. 
 
 1. Hasta tanto se desarrolle reglamentariamente y 
se implante de forma efectiva el sistema previsto en el 
artículo 32 de esta ley, cada Consejería llevará su 
propio registro de documentos, con independencia de 
la existencia de un Registro General, que estará 
adscrito a la Consejería competente en materia de 
organización administrativa. 
 Del mismo modo y hasta dicho momento, a los 
efectos previstos en el número 2 del artículo 32, se 
entenderá por registro del órgano competente para la 
tramitación de una solicitud, el registro del órgano 
competente para resolver y el registro general de la 
Consejería que tenga atribuida la competencia para 
iniciar la tramitación de la misma. 
 2. Corresponde a la Consejería competente en 
materia de organización administrativa, proponer al 
Consejo de Gobierno las normas de desarrollo del 
sistema previsto en el artículo 32 de esta ley. 
Igualmente le corresponde, en tanto no se realice dicho 
desarrollo reglamentario, dictar las normas de 
coordinación precisas, en orden a determinar, con 
carácter general, la adecuada uniformidad en el 
funcionamiento de los registros de entrada y salida de 
documentos de la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma, así como hacer públicas las 
oficinas de registro propias de dicha administración o 

concertadas, sus sistemas de acceso y horarios de 
funcionamiento. 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 
 Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan, contradigan o resulten 
incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley, y en 
concreto: 
 a) De la Ley 1/1988, de 7 de enero, del Presidente, 
del Consejo de Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, el 
artículo 2.3, el título IV, el título V, el título VI y las 
disposiciones transitorias, sin perjuicio de lo dispuesto 
en la disposición transitoria primera de esta Ley. 
 b) Del Decreto Legislativo 1/1999 de 2 de diciembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de 
Hacienda de la Región de Murcia, los artículos 5 y 6. 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
Primera.- Facultades de desarrollo. 
 
 Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las 
disposiciones necesarias en desarrollo de la presente 
ley. 
 
Segunda.- Vigencia. 
 
 La presente Ley entrará en vigor a los veinte días 
de su publicación en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia. 
 
 
PROYECTO DE LEY 9, DEL ESTATUTO DEL 
PRESIDENTE Y DEL CONSEJO DE GOBIERNO DE 
LA REGIÓN DE MURCIA, (VI-4896). 
 

Exposición de motivos 
 

I 
 
 El Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia 
expresa nuestra identidad regional, define nuestras 
instituciones y las funciones que nos corresponden. Su 
aprobación por Ley Orgánica 4/1982, de 9 de Junio 
marca un hito en la evolución histórica de este territorio 
y de su población, alcanzando la práctica totalidad de 
las competencias, que por el mismo nos vienen 
asignadas, tras sucesivas reformas,  con la aprobación 
de la Ley Orgánica 1/1998 de 15 de Junio, por la que 
se amplía la capacidad de autogobierno de nuestras 
instituciones, por lo que, desarrollada y madura nuestra 
experiencia autonómica, procede la actualización de la 
normativa de aplicación, tanto al Gobierno de la 
Región, como a la organización y el régimen jurídico de 
la Administración de la Comunidad Autónoma de 
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Murcia. 
 El artículo 1, apartado 2º, de nuestro Estatuto  de 
Autonomía, indica que la Comunidad Autónoma asume 
el Gobierno y la Administración Pública de la Región de 
Murcia, diferenciando así, los órganos institucionales 
básicos de la Comunidad y la Administración pública 
regional. 
 Los primeros están integrados por la Asamblea 
Regional, que ejerce el poder Legislativo y el Gobierno 
de Murcia -o poder Ejecutivo- constituido por el 
Presidente y el Consejo de Gobierno (artículo 20 
EAMU). Por su parte, la Administración pública 
regional, puede ser definida como aquella organización 
personificada, técnica y profesional que asume la 
realización instrumental de los intereses públicos, la 
cual se crea, estructura y dirige por el Gobierno 
regional, dentro de los principios generales y normas 
básicas del Estado (artículo 51 EAMU). 
 La distinción entre Gobierno autonómico y 
Administración pública regional no es meramente 
conceptual o funcional, sino que viene resaltada en el 
propio Estatuto de Autonomía, en cuanto que éste 
establece un régimen legal distinto, según se trate de 
uno o de otra, requiriendo que los preceptos legales 
que hacen referencia a la regulación del Presidente y 
del Consejo de Gobierno sean aprobados, en la 
Asamblea Regional, por mayoría cualificada, bastando 
la mayoría simple para regular el régimen jurídico y la 
organización administrativa de la Comunidad 
Autónoma. (artículos 31.5, 32.4, 33.1 y 52 del EAMU). 
 Por tanto, estatutariamente, la regulación de las 
instituciones básicas del Ejecutivo murciano, se 
caracteriza por una amplia autonomía, necesidad de 
consenso y estabilidad,  en tanto que, cuanto concierne 
a la organización y régimen jurídico de la 
Administración pública regional, puede efectuarse por 
una ley ordinaria, lo que permite una adaptación más 
sencilla a las diferentes coyunturas sociales, 
económicas y políticas, así como a los cambios de la 
normativa básica estatal que pudieran afectarle. 
 La hasta ahora vigente Ley 1/1988, de 7 de enero, 
reúne, en un sólo texto, la regulación del Gobierno y la 
de la Administración regional, respondiendo a un 
"modelo unitario", en tanto que, planteada la necesidad 
de su reforma, las consideraciones efectuadas en el 
apartado anterior, de algún modo conducen, a que se 
avance hacia un "modelo legal dual" en el que ambos 
aspectos se traten por separado, modelo que tiene su 
equivalente en muchos otros regímenes autonómicos y 
en la legislación del Estado, que lo ha plasmado, 
respectivamente, en la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre, del Gobierno y en la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado. 
 De acuerdo con la alternativa que se propone, se 
procede, pues, en este texto, a revisar los actuales 
títulos I, II y III, de la Ley 1/1988, haciéndose referencia 

en el mismo a los órganos institucionales básicos de la 
Comunidad Autónoma de Murcia, que son los que 
obtienen la confianza en la Asamblea Regional, ejercen 
la función ejecutiva, el gobierno de la Región, la 
iniciativa legislativa  y la potestad reglamentaria, 
estando configurada esta regulación bajo tres principios 
inspiradores: el de dirección presidencial, que otorga al 
Presidente de la Comunidad Autónoma la competencia 
para determinar las directrices políticas que deberá 
seguir el Gobierno regional; el de colegialidad y 
consecuente responsabilidad solidaria de los miembros 
del Consejo de Gobierno y, por último, el principio 
departamental, que otorga al titular de cada 
departamento una amplia autonomía y responsabilidad 
en el ámbito de su respectiva gestión. 
 Se mencionan, asimismo, los órganos, que con 
carácter externo al Ejecutivo regional, prestan apoyo 
directo al Presidente, al Consejo de Gobierno y a los 
consejeros, aspecto éste que tiene como precedente la 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, estatal del Gobierno, 
en cuyo título I, capítulo segundo, se regulan los que, 
en tal concepto, vienen a colaborar con el Gobierno de 
la Nación, dedicando los títulos IV y V, 
respectivamente,  a las relaciones entre el Ejecutivo 
regional y la Asamblea Regional. 
 

II 
 
 El Proyecto se estructura en un título preliminar, 
cinco títulos, tres disposiciones adicionales, una 
disposición derogatoria y dos disposiciones finales. 
 El título preliminar se limita a regular el objeto de la 
norma, con referencia expresa a las dos instituciones 
estatutarias reguladas, esto es, el Presidente de la 
Comunidad Autónoma de Murcia y el Consejo de 
Gobierno; el procedimiento para exigir la 
responsabilidad política y las relaciones entre la 
Asamblea Regional y el Gobierno de la Región de 
Murcia. 
 El título I regula la institución del Presidente de la 
Comunidad Autónoma, en su más amplia acepción, 
recogida en el artículo 31 del EAMU, que engloba, junto 
a las atribuciones correspondientes a la más alta 
representación de la Comunidad Autónoma de Murcia, 
las representativas del Estado en el ámbito de la 
Región y las de naturaleza ejecutiva, incluyéndose 
también, en el articulado del mismo, el proceso de 
elección del Presidente y su Estatuto Personal. 
 Es de destacar que, en este título, se amplían, 
respecto de la ley anterior, algunas de las atribuciones 
del Presidente, otorgándole las de creación, 
modificación o supresión de las consejerías en 
cualquier momento de su mandato y no solamente al 
principio del mismo, así como la de fijar el orden de 
precedencia entre las mismas, facultades que 
actualmente se atribuyen al Consejo de Gobierno. 
 Estas nuevas determinaciones tienen importantes 
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consecuencias, tanto de carácter general, como en 
aspectos concretos, como se refleja en el modo en que 
se regula la suplencia del Presidente en los supuestos 
ordinarios de ausencia o en los de enfermedad, cuando 
ésta no determine incapacidad temporal, situación 
distinta a la de suspensión, a la que se hace referencia 
en el párrafo siguiente. 
 La situación excepcional de suspensión del 
Presidente por causa de incapacidad temporal conlleva 
la posibilidad de que se designe un presidente interino, 
por un periodo máximo de cinco meses. En este caso, 
las facultades de nombramiento del mismo, que en el 
artículo 8 del texto vigente se atribuyen al Consejo de 
Gobierno, se trasladan a la Asamblea Regional, en 
analogía con lo dispuesto en el artículo 31 del Estatuto 
de Autonomía, habida cuenta de que es el Presidente 
de la Comunidad Autónoma, y no los restantes 
miembros del Consejo de Gobierno, el que debe recibir 
la confianza de la Asamblea, confianza con la que 
parece que también deba contar quien le sustituya 
interinamente. 
 Se hace referencia, también, a la facultad del 
Presidente de la Comunidad Autónoma de disolver 
anticipadamente la Asamblea Regional, que le ha sido 
atribuida como consecuencia de la modificación del 
artículo 27 del EARM por  Ley Orgánica 1/1998 de 15 
de Junio. 
 Respecto de los órganos de apoyo directo de la 
Presidencia de la Comunidad Autónoma, (y a la 
Vicepresidencia, en su caso) se ha partido de la 
conveniencia de dotar a la misma de dos órganos de 
asistencia política y técnica que faciliten su actuación, 
de acuerdo con las exigencias de una organización 
administrativa moderna, ya que la insuficiencia de 
estructuras político administrativas destinadas 
exclusivamente a la asistencia inmediata al Presidente, 
puede impedir que éste desarrolle con eficacia los altos 
cometidos que le incumben. Dichos órganos deben 
atender, de una parte, a la dimensión interna de sus 
funciones, lo que supone encomendarles la 
canalización y sistematización del flujo de información 
que dimana, constantemente, desde la propia 
Administración regional hacia la Presidencia, y de otra, 
a la dimensión externa de la actividad del Presidente, lo 
que requiere facilitarle la organización de los actos 
públicos en los que éste participe, así como cuanto 
derive de sus necesarias relaciones con la sociedad 
civil y las personas y entidades que la representan en 
el ámbito de la Comunidad Autónoma. 
 El título II trata del Consejo de Gobierno, no sólo en 
su consideración de órgano colegiado de carácter 
político que, con su Presidente, encarna, 
esencialmente, al poder Ejecutivo de la Comunidad 
Autónoma, sino también en cuanto es el órgano 
superior de la Administración pública regional que de él 
depende. Por ello, se enumeran con una nueva 
sistemática, las atribuciones del Consejo de Gobierno, 

bajo esta doble perspectiva, ampliando las que figuran 
en el texto vigente y modificando alguna de las 
existentes. En cuanto a su composición, el Consejo de 
Gobierno esta integrado, por el Presidente y los 
consejeros, como órganos de carácter necesario y por 
el Vicepresidente, en su caso, por lo que se configura 
como órgano de carácter disponible, ya que su 
existencia depende de la voluntad del Presidente. 
 Se destaca en este proyecto que ya no se 
establece, como en la ley vigente, un límite máximo de 
consejeros con responsabilidad ejecutiva, al haberse 
suprimido dicho límite de acuerdo con la última reforma 
del Estatuto de Autonomía. 
 Asimismo, se precisa mejor la figura del Secretario 
del Consejo de Gobierno, se incluye la previsión de la 
actuación que corresponde a un Consejo de Gobierno 
en funciones, inexistente en la normativa vigente, y se 
recoge la regulación de las Comisiones Delegadas del 
Consejo de Gobierno. 
 Como órgano de apoyo al Consejo de Gobierno se 
establece una única Comisión de Secretarios 
Generales,  frente a lo establecido en la ley vigente, 
que, en su artículo 29, admite la posibilidad de que se 
puedan crear varias, considerándola, además, como un 
órgano de carácter necesario, (no potestativo, como en 
la ley actual), al que se encomienda, como función 
esencial, el estudio y la preparación de las sesiones del 
Consejo de Gobierno, al que también se asignan otras 
funciones complementarias, tales como la de intervenir 
en el procedimiento de elaboración de los 
anteproyectos de ley, antes del trámite de su primera 
lectura por el Consejo de Gobierno, elevando 
propuesta al mismo en relación con los informes y 
dictámenes que deban evacuarse, o la facultad de 
adoptar criterios de carácter homogéneo sobre 
materias que sean de la competencia común de dos o 
más consejerías y que no corresponda resolver al 
Consejo de Gobierno o a sus comisiones delegadas. 
 Se atribuye la Presidencia de esta Comisión al 
miembro del Consejo de Gobierno que, por decisión del 
Presidente, ostente la Secretaría del mismo, lo que 
permite que dicha designación recaiga en el 
Vicepresidente, si lo hubiere, o en un Consejero, en 
aras a la mayor eficacia posible en el funcionamiento 
de este órgano, dada la proximidad entre las sesiones 
de la Comisión y las del Consejo de Gobierno y la 
inmediata conformación, tras su celebración, del orden 
del día del Consejo, en cuyos Índices se reflejan las 
incidencias de aquella, así como la previsión de una 
Presidencia estable, aun en los supuestos en que no 
exista Vicepresidente. 
 El título III, contiene la regulación del Estatuto 
Personal y atribuciones del Vicepresidente, y de los 
consejeros, debiéndose precisar que se incluyen, en 
este proyecto únicamente, sus funciones en cuanto 
miembros del Consejo de Gobierno, dejando la 
regulación de las competencias que se les deben 
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atribuir, como titulares, de las Consejerías, para  el 
Anteproyecto de Ley de Organización, Funcionamiento 
y Régimen Jurídico. 
 En la regulación de los órganos que integran el 
Gobierno regional, si bien el presente proyecto recoge, 
por imperativo de las previsiones contenidas en los 
artículos 31.5 y 33.1 del Estatuto de Autonomía, la 
referencia al régimen de incompatibilidades del 
Presidente y de los miembros del Consejo de Gobierno, 
en cuanto que esta materia afecta a su respectivo 
estatuto personal, su regulación pormenorizada se 
remite a la normativa específica en la materia, al igual 
que lo hace el Estado, en el artículo 14 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, dado que, 
como su propia denominación indica, el Estatuto 
Regional de la Actividad Política, está concebido como 
una norma integradora, aplicable tanto a los miembros 
del poder Legislativo como a los que forman parte del 
Ejecutivo regional, incluyendo en su ámbito subjetivo, 
que se recoge en su artículo 2, junto al Presidente y los 
miembros del Consejo de Gobierno, a los altos cargos 
de la Administración regional, al considerar que el 
concepto de actividad política debe situarse desde la 
perspectiva general, que sitúa, tanto a los órganos 
institucionales básicos como a los órganos directivos 
de la Administración, al servicio a la Comunidad 
Autónoma, entendida como unidad política. 
 Por ello, separar, mediante esta Ley, el régimen de 
unos y otros, conllevaría la derogación de la Ley 
5/1994, al desconectarla de sus principios inspiradores, 
como son el de la transparencia de la actividad política 
y el de confianza entre los ciudadanos y quienes, ya 
formando parte del entramado institucional básico, ya 
como titulares de órganos directivos, ejercen dicha 
actividad. 
 En consecuencia, se ha optado por mantener la 
vigencia del Estatuto Regional de la Actividad Política, 
dando, únicamente, nueva redacción a alguno de sus 
preceptos, para ajustar su contenido, en lo posible, a 
los criterios de la normativa estatal en la materia. 
 El título IV se ocupa de una cuestión esencial, como 
son las relaciones del Presidente y del Consejo de 
Gobierno con la Asamblea Regional, órgano que 
representa al pueblo de la Comunidad Autónoma, y que 
es el que otorga su confianza al Presidente para 
gobernar; el impulso, por aquella, de la acción política y 
de gobierno, y la responsabilidad política del Presidente 
y del Consejo de Gobierno, que es exigible ante ella, 
introduciéndose, en este texto, las reformas necesarias 
para hacerlo concordante, tanto con la última 
modificación del EAMU, como con la regulación 
contenida en la nueva redacción del Reglamento de la 
Asamblea. 
 El título V se refiere a la iniciativa legislativa, la 
legislación delegada y la potestad reglamentaria, 
siendo el tratamiento de estas cuestiones, otra de las 
principales innovaciones del texto, que viene a cubrir 

un vacío normativo que obligaba a acudir a la suplencia 
del derecho estatal, dado que no existe en la ley 
vigente precepto alguno sobre las potestades 
normativas del Consejo de Gobierno. 
 En lo que respecta a la potestad reglamentaria, su 
tratamiento se funda en los siguientes principios 
generales: 
  a) Principio de reserva de ley. 
  b) Principio de jerarquía normativa o 
subordinación del reglamento a la ley y a las normas de 
rango superior. 
  c) Principio de inderogabilidad singular de los 
reglamentos, que preserva a estos frente a los meros 
actos administrativos del Consejo de Gobierno. 
  d) Exclusión expresa del ejercicio de esta 
potestad, para la innovación sustantiva en las materias 
penal, sancionadora y tributaria. 
 También merece destacarse que, siguiendo la pauta 
marcada por la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 
estatal del Gobierno, el proyecto se acoge, en esta 
materia, a la interpretación estricta del artículo 97 de la 
Constitución, interpretación que, en el momento actual, 
no ofrece dudas, debido a la ya sólida doctrina, 
emanada de la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
sobre el particular, reflejada también en numerosos 
dictámenes del Consejo Jurídico de la Región de 
Murcia, que atribuye, en exclusiva, dicha potestad 
reglamentaria, al Consejo de Gobierno, siendo de 
naturaleza indelegable, de modo que los consejeros, 
solamente podrán ejercitarla, en materias organizativas 
de ámbito interno de sus respectivos departamentos, y 
en los casos en que ésta se les atribuya 
específicamente, mediante disposición de rango legal, 
en  materias de su ámbito competencial. 
 El título se cierra con un artículo relativo a diversas 
formas de control de los actos del Gobierno, de 
conformidad con lo establecido tanto en la Constitución 
como en el EAMU. 
 En el texto se incluyen también, tres disposiciones 
adicionales, la primera de las cuales recoge el mandato 
contenido en los artículos 31.5, 32.5 y 33.1 para 
regular, mediante ley aprobada por mayoría absoluta 
de la Cámara, cuanto concierne al Estatuto Personal 
del Presidente y de los miembros del Consejo de 
Gobierno y sus relaciones con la Asamblea Regional. 
 En la disposición adicional segunda se modifican,  
algunos de los preceptos del Estatuto Regional de la 
Actividad Política, en aras a una mejor delimitación del 
ámbito subjetivo de la ley, así como a efectos de 
adecuar, en lo posible, los criterios de la normativa 
regional con los fijados por la estatal en la materia, al 
haberse aprobado nuestro Estatuto de la Actividad 
Política con anterioridad a la Ley 11/1995, de 
Incompatibilidades de los Miembros del Gobierno de la 
Nación y de los Altos Cargos de la Administración 
General del Estado. 
 La disposición adicional tercera hace referencia al 
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Consejo Jurídico como órgano superior consultivo de la 
Región de Murcia, garantizando su autonomía de 
organización y funcionamiento, de conformidad con la 
normativa que le es de aplicación. 
 La disposición derogatoria clarifica el régimen de las 
disposiciones regionales afectadas por esta norma. 
 Por último, la disposición final primera faculta al 
Consejo de Gobierno para su desarrollo reglamentario  
y la segunda hace referencia a la entrada en vigor de la 
norma. 
 

TÍTULO PRELIMINAR 
OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 

 
Artículo 1.- Objeto de la ley. 
 
 Es objeto de la presente Ley el desarrollo del 
Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, en lo 
que se refiere al Presidente y al Consejo de Gobierno 
de la Región de Murcia, su cometido y atribuciones, 
elección y estatuto personal, el procedimiento para 
exigir su responsabilidad política, las relaciones del 
Ejecutivo con la Asamblea Regional y el ejercicio de la 
potestades normativas que corresponden al Consejo de 
Gobierno. 
 

TÍTULO I 
DEL PRESIDENTE DE LA 
COMUNIDAD AUTÓNOMA 

Capítulo I 
Cometido y atribuciones del Presidente 

 
Artículo 2.- El Presidente. 
 
 El Presidente de la Comunidad Autónoma ostenta la 
suprema representación de la Región de Murcia y la 
ordinaria del Estado en su territorio, preside el Consejo 
de Gobierno, y también dirige y coordina la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma. 
 
Artículo 3.- Atribuciones como representante 
supremo de la Región de Murcia. 
 
 Al Presidente de la Comunidad Autónoma, como 
representante supremo de la Región de Murcia, le 
corresponde: 
 1.- Representar a la Región en sus relaciones con 
las demás instituciones del Estado. 
 2.- Convocar elecciones a la Asamblea Regional y 
convocar a la Asamblea electa, en los términos del 
artículo 24 del Estatuto de Autonomía. 
 3.- Acordar, previa deliberación del Consejo de 
Gobierno, la disolución de la Asamblea Regional, con 
anticipación al término natural de la legislatura, de 
conformidad con el artículo 27.4 del Estatuto de 
Autonomía de la Región de Murcia. 
 4.- Velar por el cumplimiento de los acuerdos y 

resoluciones adoptados por la Asamblea Regional. 
 5.- Nombrar, en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma, los cargos que las leyes determinen. 
 6.- Procurar la coordinación, al mayor nivel, de las 
actuaciones de la Comunidad Autónoma con las que 
correspondan al Estado en la Región de Murcia. 
 7.- Firmar los convenios o acuerdos de cooperación 
que se celebren con otras comunidades autónomas. 
 8.- Solicitar el dictamen del Consejo Jurídico de la 
Región de Murcia en los términos establecidos por su 
ley reguladora. 
 9.- Proponer la concesión de honores y distinciones 
de la Comunidad Autónoma de Murcia, de conformidad 
con lo establecido en la normativa regional en la 
materia. 
 
Artículo 4.- Atribuciones como representante 
ordinario del Estado en la Comunidad Autónoma. 
 
 En su condición de representante ordinario del 
Estado en la Comunidad Autónoma, corresponde al 
Presidente: 
 1.- Promulgar, en nombre del Rey, en el plazo de 
quince días desde su aprobación, las leyes de la 
Asamblea y los decretos legislativos, y ordenar su 
inmediata su publicación en el Boletín Oficial de la 
Región de Murcia, así como en el Boletín Oficial del 
Estado. A efectos de su vigencia, regirá la fecha de 
publicación en el "Boletín Oficial de la Región de 
Murcia". 
 2.- Mantener relaciones con el Gobierno de la 
Nación. 
 3.- Disponer la publicación, en el Boletín Oficial de 
la Región de Murcia, del nombramiento del Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia de la Región de 
Murcia. 
 
Artículo 5.- Atribuciones como Presidente del 
Consejo de Gobierno. 
 
 En su condición de Presidente del Consejo de 
Gobierno, corresponde al Presidente: 
 1.- Establecer las directrices generales de la acción 
del Gobierno regional, con arreglo a su programa 
político. 
 2.- Mantener la unidad de dirección política y 
administrativa, y coordinar las tareas del Ejecutivo 
regional. 
 3.- Crear y suprimir las Consejerías, o modificar la 
denominación y las competencias atribuidas a las 
existentes, dando cuenta a la Asamblea Regional, así 
como establecer el orden de prelación entre las 
mismas. 
 4.- Nombrar y cesar en sus cargos al 
Vicepresidente, si lo hubiere, a los consejeros, al 
Secretario General de la Presidencia y al personal de 
confianza que se encuentre bajo su dependencia 
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directa.  
 5.- Designar, de entre los consejeros, aquellos a los 
que se atribuya la condición de Portavoz del Gobierno, 
de Secretario del Consejo de Gobierno y al que deba 
representar al Gobierno Regional en la Junta de 
Portavoces de la Asamblea Regional. 
 6.- Establecer el régimen de las sustituciones 
ordinarias de los miembros del Consejo de Gobierno 
entre sí, o el encargo transitorio a un Consejero de la 
dirección de otra Consejería, por vacante, ausencia o 
enfermedad de larga duración del titular de la misma. 
 7.- Convocar al Consejo de Gobierno, fijar el orden 
del día, presidir, suspender y levantar sus sesiones y 
dirigir los debates y deliberaciones que se produzcan 
en su seno. 
 8.- Firmar los decretos aprobados por el Consejo de 
Gobierno. 
 9.- Impulsar la elaboración y presentación ante la 
Cámara de los proyectos de ley incluidos en el 
programa legislativo del Gobierno. 
 10.- Velar por el cumplimiento de los acuerdos del 
Consejo de Gobierno y de sus comisiones delegadas. 
 11.- Recabar de los consejeros la información 
oportuna acerca de su gestión, así como del 
cumplimiento del programa del Gobierno regional, en el 
ámbito de sus respectivas consejerías. 
 12.- Resolver los conflictos de atribuciones que 
surjan entre dos o más consejerías. 
 13.- Proponer la celebración de debates generales 
en la Asamblea Regional, en el marco de lo establecido 
por el Reglamento de la misma. 
 14.- Plantear ante la Asamblea, previa deliberación 
del Consejo de Gobierno, la cuestión de confianza 
sobre su programa o sobre su política general. 
 15.- Dar cuenta a la Asamblea Regional de los 
recursos de inconstitucionalidad y del planteamiento de 
conflictos de competencia ante el Tribunal 
Constitucional que interponga el Consejo de Gobierno. 
 16.- Facilitar las relaciones de la Administración 
Pública Regional con la Asamblea Regional. 
 17.- Ejercer acciones en vía jurisdiccional, en caso 
de urgencia, dando cuenta al Consejo de Gobierno en 
la primera reunión que celebre. 
 18.- Ejercer la potestad reglamentaria en los 
supuestos en que el ordenamiento jurídico le habilite 
para ello.  
 19.- El ejercicio de cualesquiera otras atribuciones, 
facultades o funciones que el ordenamiento jurídico le 
atribuya. 
 
Artículo 6.- De la delegación de atribuciones del 
Presidente. 
 
 1. El Presidente podrá delegar determinadas 
atribuciones, propias de su cargo, en el Vicepresidente 
o en alguno de los consejeros, dando cuenta al 
Presidente de la Asamblea Regional, para que éste lo 

comunique al Pleno de la misma, en la primera sesión 
que se celebre. La delegación deberá publicarse en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia. 
 2. No serán delegables las atribuciones contenidas 
en los números 3, 4, 5 y 9 del artículo 3; las contenidas 
en el artículo 4 y en los números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 
13, 14,15 y 18 del artículo 5 de esta Ley.  
 

Capítulo II 
Elección y nombramiento del Presidente 

 
Artículo 7.- De la elección. 
 
 1. El Presidente de la Comunidad Autónoma es 
elegido por la Asamblea Regional de entre sus 
miembros, conforme al procedimiento establecido en el 
Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia y en el 
Reglamento de la Cámara, y nombrado por el Rey, 
mediante Real Decreto, que se publicará en el Boletín 
Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia.  
 
Artículo 8- Del nombramiento. 
 
 1. Al comienzo de cada legislatura, tras la 
celebración de elecciones a la Asamblea Regional, y en 
los demás casos en que corresponda, el Presidente de 
la misma, en el plazo de diez días, previa consulta a los 
representantes designados por los grupos políticos con 
representación parlamentaria, propondrá un candidato 
a la Presidencia de la Comunidad Autónoma, y 
convocará a la Cámara para la celebración del Pleno 
de investidura y elección del Presidente de la 
Comunidad. 
 2. El candidato propuesto expondrá ante la 
Asamblea su programa de gobierno, y solicitará la 
confianza de la Cámara, abriéndose a continuación el 
correspondiente debate. 
 3. La elección, en esta primera convocatoria, 
requerirá el voto de la mayoría absoluta de los 
miembros de la Asamblea Regional. 
 4. De no conseguirse la mayoría absoluta, el mismo 
candidato podrá someterse a una segunda votación, 
cuarenta y ocho horas después de la anterior, bastando 
para la elección, en esta segunda convocatoria, la 
mayoría simple. 
 5. Si no resultara elegido el primer candidato 
propuesto, el Presidente de la Asamblea, formulará 
sucesivas propuestas en la forma anteriormente 
establecida, debiendo mediar entre cada convocatoria 
al menos cuarenta y ocho horas. 
 6. Elegido el candidato, el Presidente de la 
Asamblea lo comunicará inmediatamente al Rey, a los 
efectos de su nombramiento. 
 7. El Presidente de la Comunidad Autónoma 
ejercerá sus funciones desde la toma de posesión, que 
tendrá lugar en el plazo de cinco días contados desde 
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aquel en que se publique su nombramiento en el 
Boletín Oficial del Estado. 
 8. Si, transcurrido el plazo de dos meses desde la 
primera votación de investidura, ningún candidato 
hubiera obtenido la confianza de la Asamblea, su 
Presidente la disolverá y convocará nuevas elecciones 
de acuerdo con la normativa electoral aplicable. 
 

Capítulo III 
Estatuto Personal del Presidente 

 
Artículo 9.- Requisitos del cargo. 
 
 Para ser Presidente de la Comunidad Autónoma se 
requiere ser español, mayor de edad, ostentar la 
condición política de murciano de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 6 del Estatuto de Autonomía, 
disfrutar de los derechos de sufragio activo y pasivo en 
los términos previstos por la normativa electoral de la 
Región, no estar inhabilitado para ejercer empleo o 
cargo público por sentencia judicial firme, y ser elegido 
de conformidad con el procedimiento a que se refiere el 
capítulo II del presente título. 
 
Artículo 10.- De la incompatibilidad. 
 
 1. El cargo de Presidente de la Comunidad 
Autónoma se desempeñará con dedicación absoluta, 
no pudiendo ejercer otras funciones representativas 
que las derivadas del mandato parlamentario, ni 
cualquier otra actividad pública o privada que no derive 
de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna. 
 No obstante, el Presidente habrá de ser diputado 
regional y podrá ostentar la condición de senador. 
 2. Al Presidente le será de aplicación el régimen 
previsto en la normativa de incompatibilidades de los 
altos cargos de la Administración regional. 
 
Artículo 11.- De los derechos del cargo. 
 
 1. El Presidente de la Comunidad Autónoma de 
Murcia, en el ejercicio de su cargo, tiene derecho a: 
  a) Recibir el tratamiento de Excelencia. 
  b) La precedencia sobre cualquier otra autoridad 
de la Comunidad Autónoma, de la Administración 
Estatal y de la Local, en los términos del Estatuto de 
Autonomía, así como la que le reserve la normativa del 
Estado. 
  c) Utilizar la bandera de la Comunidad como 
guión. 
  d) Que se le rindan los honores 
correspondientes a la dignidad del cargo, de acuerdo 
con la normativa vigente. 
  e) Ocupar, en su caso, la residencia oficial que 
se establezca, con el personal, servicios y dotación 
correspondientes, dentro de criterios de austeridad que 
sean compatibles con la dignidad del cargo. 

  f) Percibir las retribuciones, indemnizaciones y 
gastos de representación que se establezcan 
legalmente. 
 2. Durante su mandato, el Presidente no podrá ser 
detenido ni retenido por los presuntos actos delictivos 
cometidos en el territorio de la Región sino en el 
supuesto de flagrante delito. Corresponderá resolver, 
en todo caso, sobre su inculpación, prisión, 
procesamiento y juicio, al Tribunal Superior de Justicia 
de la Región de Murcia. Fuera del ámbito de la 
Comunidad Autónoma, la responsabilidad penal del 
Presidente será exigible, en los mismos términos, ante 
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 
 

Capítulo IV 
De los órganos de apoyo directo al Presidente 

 
Artículo 12.- De la Secretaría General de la 
Presidencia. 
 
 1. La Secretaría General de la Presidencia es el 
órgano de apoyo de la Presidencia, al que le 
corresponde el asesoramiento de carácter técnico-
político a la misma y a la Vicepresidencia, en su caso. 
 2. También le incumbe el estudio y sistematización 
de cuanta información y documentación sea de interés 
para la Presidencia, y cuantas otras funciones se le 
atribuyan por decreto del Presidente. 
 3. En los supuestos de vacante, ausencia o 
enfermedad, del titular de la Secretaría General de la 
Presidencia, ejercerá sus funciones el Consejero que 
designe el Presidente. 
 4. Del titular de la Secretaría General de la 
Presidencia, que tendrá rango de Consejero, 
dependerá la estructura administrativa que 
reglamentariamente se establezca. 
 
Artículo 13.- Del Gabinete de la Presidencia. 
 
 1. Dependiendo del Secretario General de la 
Presidencia, existirá el Gabinete del Presidente, cuyo 
titular tendrá rango de director general, con las 
funciones de asesoramiento, informe y aplicación en 
cada caso, de los reglamentos y normas de protocolo 
que correspondan, facilitando la organización de los 
actos públicos de la Comunidad Autónoma, así como 
las relaciones del Presidente con los ciudadanos, 
colectivos, y asociaciones privadas de ámbito local, 
regional y nacional, pudiendo recabar para ello, la 
información necesaria de las distintas consejerías y 
organismos de la Administración regional, 
encargándose, en especial, de la Secretaría de 
Despacho del Presidente y del Vicepresidente, en su 
caso. 
 2. En el Gabinete se integrarán los Asesores que se 
determinen, con la condición de personal eventual, en 
los términos previstos en la legislación en materia de 
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función pública, así como la estructura administrativa 
que reglamentariamente se establezca. 
 
 

Capítulo V 
Suplencia, suspensión temporal de funciones 

y cese del Presidente 
 
Artículo 14.- De la suplencia. 
 
 1. En los casos en que el Presidente haya de ser 
suplido por ausencia del territorio regional, o 
enfermedad que no produzca incapacidad o 
imposibilidad para el despacho ordinario de los asuntos 
de su competencia, corresponderá dicha suplencia al 
Vicepresidente si lo hubiere, o, en su defecto, a los 
consejeros, según el orden de prelación de los mismos. 
 2 Quien supla al Presidente en los casos previstos 
en este artículo, solamente podrá ejercer las 
atribuciones que sean necesarias para el despacho 
ordinario de los asuntos. 
 
Artículo 15.- De la situación de suspensión 
temporal de funciones del Presidente. 
 
 1. Si el Consejo de Gobierno, reunido en sesión 
extraordinaria al efecto, a su propia instancia o a la del 
Presidente, apreciara, por acuerdo de las cuatro 
quintas partes de sus miembros, excluido el Presidente, 
que éste se encuentra incapacitado, física o 
mentalmente, de forma transitoria, para el desempeño 
de sus funciones, elevará al Presidente de la Asamblea 
Regional propuesta sobre la declaración de suspensión 
del Presidente de la Comunidad Autónoma por 
incapacidad temporal, así como el nombre del 
Presidente interino. La comunicación se acompañará 
de certificación literal del borrador del acta de la sesión 
correspondiente del Consejo de Gobierno, expedida 
por el Secretario del mismo, en la que se consignarán 
las circunstancias que fundamenten la suspensión 
temporal de funciones, el total de los reunidos, así 
como el resultado de la votación o votaciones 
necesarias para la adopción de la propuesta. 
 2. A los efectos establecidos en el apartado anterior, 
el Consejo de Gobierno será convocado por el 
Presidente o por quien le sustituya legalmente. 
 3. La comunicación al Presidente de la Asamblea se 
realizará de inmediato, y siempre dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a la celebración del 
Consejo de Gobierno. El Presidente de la Asamblea, en 
un plazo no superior a cinco días, contados a partir de 
la recepción de aquella, convocará al Pleno de la 
misma, el cual, con base en las justificaciones que 
haya presentado el Consejo de Gobierno y las 
informaciones que estime oportuno recabar, podrá, por 
mayoría absoluta, acordar la suspensión por 
incapacidad del Presidente, tomando razón del nombre 

del Presidente interino  o declarar que el primero 
continúa en el ejercicio íntegro de sus funciones. 
 4. El acuerdo de suspensión temporal del 
Presidente adoptado por la Asamblea se publicará 
inmediatamente en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia y, a la mayor brevedad posible, en el Boletín 
Oficial del Estado, produciendo efectos a partir de la 
fecha de publicación en el de la Región. 
 
Artículo 16.- Del Presidente interino. 
 
 1. El Presidente interino asumirá las funciones 
propias del cargo de Presidente, salvo las de disolver la 
Asamblea Regional, definir el Programa de Gobierno, 
designar y separar consejeros, así como modificar el 
número, denominación y el orden de prelación de las 
consejerías. 
 2. En caso de cese de algún Consejero por 
cualquiera de las otras causas previstas en esta Ley, el 
Presidente interino encomendará el despacho de esa 
Consejería a otro Consejero y dará cuenta de ello, por 
escrito, a la Asamblea Regional. 
 3. El Presidente interino no podrá ser sometido a 
moción de censura ni plantear cuestión de confianza. 
 
Artículo 17.- De la duración de la situación de 
suspensión provisional de funciones. 
 
 La situación de suspensión provisional  de 
funciones del Presidente no podrá tener una duración 
superior a cinco meses, a contar desde la publicación 
del acuerdo de la Asamblea Regional por el que se 
declare la misma. 
 
Artículo 18.- De la rehabilitación del Presidente. 
 
 1. Si el Presidente apreciara que han desaparecido 
las circunstancias que motivaron la suspensión de sus 
funciones, lo comunicará así al Consejo de Gobierno, 
que deberá reunirse, a tal efecto, en el plazo de 
cuarenta y ocho horas. 
 2. El Consejo de Gobierno se pronunciará sobre la 
solicitud de rehabilitación mediante acuerdo 
debidamente motivado, adoptado por mayoría simple, 
dando traslado del mismo dentro de las veinticuatro 
horas siguientes al Presidente de la Asamblea 
Regional, quien en un plazo no superior a cinco días, 
dará cuenta al Pleno, el cual, por mayoría simple, podrá 
rehabilitar al Presidente en sus funciones o mantener la 
situación de suspensión temporal, si no hubiese 
transcurrido el plazo al que se refiere el apartado 
anterior. 
 3. El acuerdo de rehabilitación del Presidente se 
publicará, también, con carácter inmediato en los 
boletines indicados en el artículo 15.4, produciendo 
efectos a partir de su publicación en el Boletín Oficial 
de la Región. 
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Artículo 19.- Del cese del Presidente. 
 
 1. El Presidente cesa por: 
  a) Dimisión, comunicada formalmente al 
Presidente de la Asamblea. 
  b) Disolución de la Asamblea Regional. 
  c) Aprobación de una moción de censura. 
  d) Denegación de una cuestión de confianza. 
  e) Fallecimiento. 
  f) Pérdida de la condición de diputado de la 
Asamblea Regional. 
  g) Incompatibilidad declarada por la Asamblea 
Regional y no subsanada. 
  h) Condena penal, mediante sentencia judicial 
firme, que lleve aparejada la inhabilitación para los 
cargos públicos. 
  i) Incapacidad permanente, física o mental, que 
le inhabilite para el ejercicio del cargo. 
 2. Se entenderá producida la incapacidad 
permanente por el transcurso del plazo de cinco meses 
sin que se haya producido la rehabilitación del 
Presidente. 
 
Artículo 20.- Efectos del cese. 
 
 1. En los supuestos de dimisión, disolución de la 
Asamblea Regional, aprobación de una moción de 
censura o denegación de la cuestión de confianza, el 
Presidente cesante continuará en funciones hasta la 
toma de posesión del nuevo Presidente. 
 2. En los restantes supuestos, el Presidente será 
sustituido en la forma prevista en el artículo 14 de esta 
Ley hasta tanto no sea elegido nuevo Presidente 
mediante el procedimiento  y plazos indicados en el 
artículo 8 de esta Ley y en el Reglamento de la 
Cámara. 
 3. Quienes hubieran sido Presidentes de la 
Comunidad Autónoma gozarán, a partir del momento 
de su cese, de la consideración, atención y apoyo 
debidos a quienes han desempeñado este cargo, 
recibiendo, con carácter vitalicio, el tratamiento de 
excelencia y las atenciones honoríficas y protocolarias 
que legal o reglamentariamente se determinen. 
 

TÍTULO II 
DEL CONSEJO DE GOBIERNO 

Capítulo I 
Naturaleza, composición y atribuciones 

del Consejo de Gobierno 
 
Artículo 21.- De su naturaleza y composición. 
 
 1. El Consejo de Gobierno es el órgano superior 
colegiado que, bajo la dirección del Presidente, dirige la 
política regional y coordina la Administración pública de 
la Región de Murcia y, a tal efecto, ejerce la iniciativa 
legislativa, la función ejecutiva y la potestad 

reglamentaria en el marco de la Constitución, del 
Estatuto de Autonomía y de esta Ley.  
 2. El Consejo de Gobierno se compone del 
Presidente, del Vicepresidente, en su caso, y de los 
consejeros. El Presidente nombra y separa libremente 
al Vicepresidente y a los consejeros. 
 
Artículo 22.- De las atribuciones del Consejo de 
Gobierno. 
 
 Para el desarrollo de las funciones que el Estatuto 
de Autonomía le atribuye, corresponde al Consejo de 
Gobierno: 
 1.- Dirigir la política regional en los términos que 
establece el artículo 32.1 del Estatuto de Autonomía. 
 2.- Aprobar, presentar a la Asamblea Regional y, en 
su caso, retirar  los proyectos de Ley. 
 3.- Aprobar el proyecto anual de ley de 
presupuestos generales de la Comunidad Autónoma, 
someterlo a la Asamblea Regional con una antelación 
mínima de dos meses a la fecha de inicio del 
correspondiente ejercicio y ejecutarlo, conforme a las 
normas vigentes en la materia. 
 4.- Aprobar los decretos legislativos, previa 
autorización de la Asamblea. 
 5.- Prestar o denegar la conformidad a la 
tramitación parlamentaria de las proposiciones de ley, 
enmiendas o cualesquiera otras iniciativas de la 
Cámara, que impliquen aumento de los créditos o 
disminución de los ingresos presupuestarios. 
 6.- Aprobar los proyectos de convenios y acuerdos 
de cooperación con otras comunidades autónomas, y 
someterlos a la Asamblea Regional, a los efectos del 
artículo 23.7 del Estatuto de Autonomía, así como a las 
Cortes Generales, cuando sea procedente. 
 7.- Solicitar que la Asamblea se reúna en sesión 
extraordinaria, en los términos del artículo 26.2 del 
Estatuto de Autonomía. 
 8.- Aceptar las competencias que el Estado 
transfiera a la Comunidad Autónoma, y atribuirlas, a su 
vez, a los órganos correspondientes. 
 9.- Proponer al Gobierno de la Nación la adopción 
de cuantas medidas afecten a los intereses de la 
Región de Murcia, salvo que tal propuesta corresponda 
a la Asamblea Regional. 
 10.- Adoptar las medidas necesarias para la 
ejecución de los tratados y convenios internacionales  y 
del Derecho Comunitario Europeo que afecten a las 
materias atribuidas a la competencia de la Comunidad. 
 11.- Acordar la interposición de recursos de 
inconstitucionalidad y el planteamiento de conflictos de 
competencia ante el Tribunal Constitucional, y 
personarse ante éste, en los supuestos y términos 
previstos en la Constitución, en el Estatuto de 
Autonomía y en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional. 
 12.- Ejercer la potestad reglamentaria, salvo en los 
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casos en que ésta se encuentre específicamente 
atribuida al Presidente de la Comunidad Autónoma o a 
los consejeros. 
 13.- Aprobar programas, planes y directrices 
vinculantes para todos los órganos de la Administración 
regional y de sus organismos públicos. 
 14.- Crear las comisiones delegadas a que se 
refiere el artículo 29 de esta Ley. 
 15.- Acordar el nombramiento y cese de los cargos 
de la Administración regional con categoría igual o 
superior a la de director general o asimilados, y en los 
demás casos en que proceda. 
 16.- Aprobar, a propuesta del Presidente, los 
decretos que establezcan los órganos directivos de las 
consejerías y, a propuesta del Consejero competente 
en materia de organización administrativa, el 
establecimiento o modificación de la estructura 
orgánica de las consejerías y organismos autónomos 
de la Administración pública regional. 
 17.- Conceder honores y distinciones, en el ámbito 
de la Región, de acuerdo con el procedimiento 
legalmente establecido. 
 18.- Autorizar la celebración de los convenios de 
colaboración con otras entidades públicas o privadas y 
designar, en cada caso, el órgano que deba 
suscribirlos, en representación de la Comunidad 
Autónoma. 
 19.- Autorizar los gastos en los supuestos previstos 
por la legislación reguladora de la Hacienda pública 
regional. 
 20.- Disponer  la realización de operaciones de 
crédito y emisión de deuda pública, de conformidad con 
lo establecido por la legislación regional en materia de 
hacienda. 
 21.- Ejercer las facultades de tutela del patrimonio 
de la Comunidad Autónoma que le atribuye la 
legislación en la materia. 
 22.- Acordar la adquisición y la enajenación de 
bienes o derechos en los términos establecidos en la 
legislación regional en materia de patrimonio. 
 23.- Transigir sobre los bienes y derechos de la 
Hacienda regional, conforme a lo establecido en la 
legislación en la materia. 
 24.- Aceptar, en los términos previstos por su ley 
reguladora, las atribuciones patrimoniales a título 
gratuito, subvenciones y demás ayudas concedidas a la 
Comunidad Autónoma, excepto las que se produzcan 
en ejecución de convenios. 
 25.- Acordar el ejercicio de acciones judiciales, o la 
interposición de recursos y demandas en relación con 
los intereses, bienes y derechos de la Administración 
pública regional, así como autorizar los allanamientos a 
las pretensiones de contrario, las transacciones sobre 
cuestiones litigiosas y los desistimientos de acciones 
iniciadas o de recursos interpuestos. 
 26.- Resolver los recursos que, con arreglo a la ley, 
se interpongan ante el propio Consejo de Gobierno. 

 27.- Revisar de oficio las disposiciones y los actos 
nulos del Consejo de Gobierno y de los consejeros, así 
como declarar la lesividad de los actos anulables 
dictados por los mismos. 
 28.- Autorizar la concesión de subvenciones cuando 
su cuantía exceda de las previstas en las leyes de 
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
para los consejeros o cuando así se establezca en la 
legislación reguladora de la Hacienda pública regional. 
 29.- Autorizar la celebración de contratos cuando su 
cuantía exceda de la que la vigente Ley de 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma fije como 
atribución de los consejeros u otros órganos de 
contratación, o cuando dicha cuantía sea 
indeterminada.  
 Asimismo, deberá autorizar las modificaciones de 
los contratos a los que se refiere el párrafo anterior, 
cuando dicha modificación sea causa de resolución, así 
como la resolución misma, en su caso. 
 30.- Proponer la designación o designar, según 
proceda, a los representantes de la Comunidad 
Autónoma en los organismos públicos, instituciones y 
entidades que corresponda, salvo que por ley se 
prevea otro modo de designación. 
 31.- Ejercitar aquéllas competencias sancionadoras 
que le atribuya el ordenamiento jurídico. 
 32.- Ejercitar las potestades expropiatorias que  la 
normativa estatal en la materia atribuya al Consejo de 
Ministros. 
 33.- Crear y determinar la composición de los 
órganos consultivos de la Administración pública 
regional, de acuerdo con lo previsto en la normativa 
legal o reglamentaria correspondiente. 
 34.- Autorizar la constitución de los consorcios y de 
las fundaciones participadas, mayoritariamente o en su 
totalidad, por la Administración pública regional o por 
sus organismos públicos, así como su dotación 
económica, aprobar sus estatutos y las modificaciones 
de los mismos, y designar a los miembros que formen 
parte de sus órganos, en representación de la 
Comunidad Autónoma. 
 35.- Conocer de los asuntos que, por su importancia 
o interés para la Comunidad Autónoma, convenga que 
sean objeto de deliberación o acuerdo del Consejo de 
Gobierno. 
 36.- Cualesquiera otras que le estén atribuidas por 
el Estatuto de Autonomía y las leyes. 
 

Capítulo II 
Funcionamiento del Consejo de Gobierno 

 
Artículo 23.- Reuniones del Consejo de Gobierno. 
 
 1. Las reuniones del Consejo de Gobierno se 
celebrarán con carácter ordinario, con una periodicidad 
quincenal o inferior, previa convocatoria de su 
Presidente, quien fijará el orden del día, al que se 
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acompañará la documentación correspondiente a los 
asuntos sobre los que se trate. 
 2. La convocatoria se efectuará al menos con 
veinticuatro horas de antelación, salvo que por razones 
de urgencia resulte imposible. 
 3. Quedará también válidamente constituido el 
Consejo, sin convocatoria previa, cuando así lo decida 
su Presidente y se hallen presentes todos sus 
miembros. 
 4. El Consejo de Gobierno, a propuesta del 
Presidente, establecerá las normas que se precisen 
para el adecuado funcionamiento del mismo y el buen 
orden de sus tareas.  
 
Artículo 24.- De la Secretaría del Consejo de 
Gobierno. 
 
 1. Por Decreto de la Presidencia se determinará el 
miembro del Consejo de Gobierno que ha de ejercer 
como Secretario del Consejo de Gobierno y su régimen 
de suplencias. 
 2. En defecto de decreto específico de la 
Presidencia, la sustitución del Secretario del Consejo 
de Gobierno se efectuará de acuerdo con el orden de 
prelación de las consejerías. 
 
Artículo 25.- Del régimen de adopción de acuerdos. 
 
 1. Para la validez de la constitución del Consejo de 
Gobierno y de sus deliberaciones y acuerdos, es 
preciso que estén presentes el Presidente y el 
Secretario, o quienes les sustituyan, y la mitad del resto 
de los consejeros. 
 2. Los acuerdos del Consejo de Gobierno se 
adoptarán por mayoría simple, y decidirá, en su caso, 
los empates el voto del Presidente. Se exceptúan los 
supuestos en que, legalmente, se exija una mayoría 
cualificada. 
 
Artículo 26.- De las deliberaciones. 
 
 Las deliberaciones del Consejo de Gobierno tienen 
carácter reservado. Sus miembros deberán mantener 
en secreto las opiniones y votos emitidos en el 
transcurso de sus reuniones, así como la 
documentación a que hayan podido tener acceso por 
razón del cargo, en tanto el Consejo no las haga 
oficialmente públicas. Estas obligaciones seguirán 
vinculando a quienes pierdan la condición de miembro 
del Consejo de Gobierno. 
 
Artículo 27.- De la asistencia a las sesiones. 
 
 1. A las reuniones del Consejo de Gobierno podrá 
asistir quien, no siendo miembro del mismo, sea 
autorizado por el Presidente, a iniciativa de éste, del 
Vicepresidente, en su caso, o de los consejeros, a los 

únicos efectos de informar sobre algún asunto que se 
debata en ellas, limitándose su presencia al acto 
estricto de la información. 
 2. Estas personas, y las que pudieran estar 
circunstancialmente presentes en la reunión, por razón 
de trabajo, están también obligadas a guardar secreto 
sobre lo tratado en los términos previstos en el artículo 
anterior. 
 
Artículo 28.- De las actas del Consejo de Gobierno y 
la certificación de sus acuerdos. 
 
 1. Los acuerdos del Consejo de Gobierno constarán 
en un acta que deberá extender el Secretario del 
mismo. 
 2. El acta será sucinta y sólo contendrá los 
acuerdos del Consejo de Gobierno sobre las 
propuestas sometidas a su deliberación. A petición 
expresa de cualquiera de los miembros del Consejo de 
Gobierno, se harán constar, además, las 
manifestaciones que aquél estime oportunas. 
 3. El Secretario dará fe de los acuerdos y librará 
certificación de los mismos. Asimismo, ordenará la 
inserción en el Boletín Oficial de la Región de Murcia 
de las disposiciones de carácter general que se dicten 
en el ejercicio de la potestad reglamentaria del Consejo 
de Gobierno. 
 

Capítulo III 
Del Consejo de Gobierno en Funciones 

 
Artículo 29.- Cese del Consejo de Gobierno y sus 
efectos. 
 1. El Consejo de Gobierno cesa en los mismos 
supuestos que su Presidente, sin perjuicio de continuar 
en funciones hasta la toma de posesión del nuevo 
Consejo de Gobierno. 
 2. El Consejo de Gobierno en funciones facilitará el 
normal desarrollo del proceso de formación del nuevo 
Gobierno regional y el traspaso de poderes al mismo,  
limitando su gestión al despacho ordinario de los 
asuntos públicos, absteniéndose de ejercer, salvo 
casos de extraordinaria y urgente necesidad, 
cualesquiera otras funciones. 
 3. El Consejo de Gobierno en funciones no podrá, 
en ningún caso, aprobar proyectos de ley, ni 
presentarlos a la Asamblea Regional. 
 4. Las delegaciones legislativas otorgadas por la 
Asamblea Regional quedarán en suspenso durante 
todo el tiempo en que el Gobierno esté en funciones. 
 

Capítulo IV 
De las comisiones delegadas del Gobierno 

 
Artículo 30.- De las comisiones delegadas del 
Consejo de Gobierno. 
 1. La creación, modificación y supresión de las 
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comisiones delegadas del Consejo de Gobierno será 
acordada por éste, mediante decreto, a propuesta de 
su Presidente, que también lo será de ellas. 
 2. El decreto de creación deberá especificar, en 
todo caso: 
  a) El miembro de la Comisión que ostenta la 
Vicepresidencia, y que podrá ejercer la Presidencia de 
la misma, por delegación del Presidente. 
  b) Los miembros del Consejo de Gobierno que 
formen parte de las mismas, así como la previsión de 
que, cuando el orden del día de una sesión 
determinada así lo aconseje, puedan incorporarse, 
también, los órganos directivos que se estime oportuno. 
  c) Las funciones que se le atribuyan como 
propias. 
  d) El miembro de la Comisión que actúe como 
secretario de la misma. 
  e) El carácter temporal o permanente con que se 
constituya. 
 3. Corresponde a las comisiones delegadas como 
órganos de apoyo del Consejo de Gobierno: 
  a) Examinar las cuestiones de carácter general 
que tengan relación con aquellas consejerías cuyos 
titulares la integren y que requieran la elaboración de 
una propuesta conjunta de las mismas con carácter 
previo a su resolución por el Consejo de Gobierno. 
  b) Adoptar acuerdos en aquellos asuntos cuya 
resolución les haya delegado el Consejo de Gobierno o 
cuando la misma afecte a todas las Consejerías cuyos 
titulares la integren y  no sea  de la competencia del  
Consejo de Gobierno. 
  c) Aprobar programas, planes y directrices de 
carácter sectorial, en el ámbito de sus competencias. 
  d) Ejercer cualquier otra atribución que les 
confiera el ordenamiento jurídico. 
 4. Las deliberaciones de las comisiones delegadas 
serán secretas y su funcionamiento, se ajustará, en lo 
posible, a los criterios establecidos al efecto para el 
Consejo de Gobierno. 
 5. El Consejo de Gobierno no podrá delegar en 
estas Comisiones las atribuciones previstas en los 
números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 
16, 17, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 32 y 34 del 
artículo 22 de esta ley, o aquellas otras que estuvieran 
atribuidas al mismo por una ley que prohíba 
expresamente la delegación. 
 

Capítulo V 
De la Comisión de Secretarios Generales 

como órgano de apoyo al Consejo de Gobierno 
 
Artículo 31.- Composición y funciones de la 
Comisión de Secretarios Generales. 
 
 1. La Comisión de Secretarios Generales tiene 
encomendadas las funciones de estudio y preparación 
de los asuntos sometidos a la deliberación del Consejo 

de Gobierno o de sus Comisiones Delegadas, 
emitiendo informes sobre los referidos asuntos. En 
ningún caso la Comisión podrá adoptar decisiones o 
acuerdos por delegación del Consejo de Gobierno o de 
sus Comisiones Delegadas. 
 2. La Comisión puede, no obstante, fijar criterios de 
actuación homogénea en materias que sean de la 
competencia común de dos o más consejerías. 
 3. La Presidencia de esta Comisión corresponde al 
miembro del Consejo de Gobierno que ostente la 
condición de Secretario del mismo. 
 4. La Secretaría de la Comisión será desempeñada 
por el Jefe del Secretariado del Consejo de Gobierno. 
 5. La Comisión fijará sus propias normas de 
funcionamiento en las que se indicarán los titulares de 
los órganos de la Administración regional que, además 
de los Secretarios Generales, deben formar parte de la 
misma. 
 6. El cometido de la Comisión es de alcance 
general, debiendo conocer de todos los asuntos que 
vayan a someterse a la aprobación del Consejo de 
Gobierno, excepto aquellos que expresamente se 
determinen en las normas de funcionamiento previstas 
en el apartado anterior. 
 7. Los secretarios generales informarán a los 
consejeros de la totalidad de los asuntos debatidos en 
cada sesión. 

TÍTULO III 
DEL VICEPRESIDENTE, LOS CONSEJEROS Y 

DE SU ESTATUTO PERSONAL 
Capítulo I 

Del Vicepresidente 
 
Artículo 32.- Nombramiento y atribuciones. 
 
 1. El Presidente de la Comunidad Autónoma podrá 
nombrar, con los mismos requisitos establecidos para 
los consejeros, un Vicepresidente, que le sustituirá, en 
los casos previstos en la ley y que ejercerá, además, la 
Vicepresidencia del Consejo de Gobierno, supliendo al 
Presidente en los casos de ausencia de éste a sus 
sesiones. 
 2. El Vicepresidente ejercerá, además, las funciones 
ejecutivas y de representación que el Presidente le 
atribuya o le delegue. 
 3. El Vicepresidente puede asumir también la 
titularidad de una consejería, mediante el 
correspondiente nombramiento. 
 4. El Estatuto Personal del Vicepresidente, así como 
su nombramiento y cese, se regirá por lo dispuesto en 
el capítulo II de este título, para los consejeros. 
 

Capítulo II 
De los consejeros 

 
Artículo 33.- Requisitos de acceso. 
 Para ser Consejero se requiere ser español, mayor 
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de edad, ostentar la condición política de murciano, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 6 del Estatuto 
de Autonomía, disfrutar de los derechos de sufragio 
activo y pasivo,  y no estar inhabilitado para ejercer 
empleo o cargo público por sentencia judicial firme. 
 
Artículo 34.- Derechos inherentes al cargo. 
 
 1. Los consejeros tendrán derecho a recibir el 
tratamiento de excelencia, así como los honores 
propios de su cargo. 
 2. Tendrán derecho a percibir las retribuciones, 
indemnizaciones y gastos de representación que se les 
asignen en la normativa legal en la materia. 
 3. La responsabilidad penal de los mismos se 
sustanciará de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto 
de Autonomía de la Región de Murcia. 
 
Artículo 35.- Incompatibilidades. 
 
 Los consejeros ejercerán sus funciones con 
dedicación exclusiva y no podrán compatibilizar su 
actividad con el desempeño de cualquier otro puesto, 
profesión o actividad, pública o privada, por cuenta 
propia  o ajena, sin perjuicio de las excepciones 
previstas en la normativa regional sobre 
incompatibilidades de altos cargos, que les es de 
aplicación. 
 
Artículo 36.- Nombramiento, cese y régimen de 
suplencias. 
 
 1. Los consejeros son nombrados y separados 
libremente por el Presidente, e iniciarán su mandato en 
el momento de la toma de posesión. 
 2. En el decreto de nombramiento, deberá 
consignarse la Consejería cuya titularidad se les 
asigne. 
 3. Además de los supuestos en los que cesa el 
Consejo de Gobierno, los consejeros cesarán en su 
función por: 
  a) Por dimisión aceptada por el Presidente. 
  b) Por cese decretado por el Presidente. 
  c) Por fallecimiento. 
  d) Por sentencia judicial firme, que lleve 
aparejada la inhabilitación para cargos públicos. 
  e) Incompatibilidad declarada y no subsanada. 
 4. Las sustituciones ordinarias de los consejeros 
entre sí, se efectuarán de conformidad con lo 
establecido en el correspondiente decreto del 
Presidente. 
 5. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad 
de larga duración de un Consejero, el Presidente podrá 
encomendar, provisionalmente, el ejercicio de sus 
atribuciones como miembro del Consejo de Gobierno y 
como titular de su departamento, a otro Consejero, en 
los términos  establecidos en el artículo 5.5 de esta 

Ley. 
 6. Los decretos relativos a los nombramientos, 
ceses y suplencias de los consejeros deben publicarse 
en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. 
 
Artículo 37.- Atribuciones como miembros del 
Consejo de Gobierno. 
 
 1. Los consejeros, en su condición de miembros del 
Consejo de Gobierno, tendrán las siguientes 
atribuciones: 
  a) Velar por el exacto cumplimiento de las leyes 
y resoluciones de la Asamblea Regional, en cuanto 
conciernan a sus competencias. 
  b) Desarrollar la acción del Gobierno regional en 
el ámbito de sus consejerías, de conformidad con las 
directrices del Presidente o del Consejo de Gobierno. 
  c) Proponer y presentar al Consejo de Gobierno 
los anteproyectos de ley y los proyectos de decreto 
relacionados con las materias de su competencia, así 
como refrendar estos últimos, una vez aprobados. 
  d) Proponer al Consejo de Gobierno el programa 
de actuación de su Consejería. 
  e) Proponer al Consejo de Gobierno los 
nombramientos y ceses de los altos cargos 
dependientes de su Consejería. 
  f) Formular ante la Consejería competente en  
materia de Hacienda y de acuerdo con las directrices 
emanadas de la misma, la propuesta de anteproyecto 
del presupuesto anual de su Consejería. 
  g) Ejercer la iniciativa para la aprobación por el 
Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería 
competente en materia de organización administrativa, 
de la estructura orgánica de su Consejería. 
  h) Cualesquiera otras que les atribuya la 
normativa vigente. 
 2. El Consejo de Gobierno podrá delegar en los 
consejeros algunas de sus atribuciones, siempre que 
no se encuentren entre las mencionadas como 
indelegables. 
 
Artículo 38.- Atribuciones como titulares de sus 
departamentos. 
 Los consejeros, en cuanto titulares de sus 
respectivos departamentos, tendrán las atribuciones 
que les asigne la legislación en materia de organización 
y régimen jurídico de la Administración regional, las 
normas de funcionamiento del Consejo de Gobierno o 
cualesquiera otras disposiciones, pudiendo ejercer la 
potestad reglamentaria cuando, por disposición de 
rango legal les esté expresamente atribuida o en las 
materias de ámbito interno de su departamento. 
 

Capítulo IV 
De los Gabinetes como órganos de 

apoyo de los consejeros 
como miembros del Consejo de Gobierno 
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Artículo 39.- De los Gabinetes. 
 
 1. Los Gabinetes como órganos de apoyo político y 
técnico de los consejeros cumplen tareas de confianza 
y asesoramiento cualificado sin que, en ningún caso, 
puedan ejecutar actos o adoptar decisiones que 
correspondan a los órganos de la Administración de la 
Comunidad Autónoma, ni desarrollar tareas propias de 
estos. 
 2. Los responsables de los Gabinetes tienen la 
condición de personal eventual, de acuerdo con lo que 
dispone la legislación de función pública. 
 3. El Director del Gabinete podrá tener rango 
asimilado a director general. 
 

TÍTULO IV 
DE LAS RELACIONES DEL PRESIDENTE 

Y DEL CONSEJO DE GOBIERNO 
CON LA ASAMBLEA REGIONAL 

Capítulo I 
Impulso de la acción política y de gobierno 

 
Artículo 40.- De los debates sobre la acción del 
Gobierno regional. 
 
 1. El Consejo de Gobierno, a través de su 
Presidente, realizará ante el Pleno de la Asamblea 
Regional, al final del segundo período de sesiones de 
cada año legislativo, una declaración de política 
general, que será seguida de debate y podrá concluir 
con la aprobación de resoluciones. 
 2. Lo dispuesto en el apartado anterior no tendrá 
lugar en el primer año legislativo o en aquel otro en que 
se haya debatido ya el programa de Gobierno y elegido 
un nuevo Presidente, bien sea por cese o fallecimiento 
del anterior, o por haberse aprobado una moción de 
censura. 
 3. Asimismo, podrán realizarse debates generales o 
monográficos sobre la acción política y de gobierno, 
cuando lo solicite el Presidente de la Comunidad 
Autónoma o lo decida la Mesa de la Asamblea 
Regional, de acuerdo con el procedimiento establecido 
en su Reglamento. 
 4. Cuando los debates a los que se refieren los 
apartados anteriores se celebren por iniciativa 
parlamentaria, no podrán tener lugar más de tres 
veces, en el conjunto de los dos periodos de sesiones. 
 5. El Consejo de Gobierno informará a la Asamblea 
Regional acerca de las previsiones de índole política, 
económica y social que haya de suministrar la 
Comunidad Autónoma al Gobierno de la Nación, para 
la elaboración de los proyectos de planificación 
económica general, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 23.4 del Estatuto de Autonomía. 
 6. Cuando así lo considere conveniente, el Consejo 
de Gobierno podrá remitir a la Asamblea 
comunicaciones sobre un asunto específico, para que 

ésta, después de examinarlo, manifieste su criterio o 
adopte la resolución que proceda.  
 
Artículo 41.- De las comparecencias del Presidente 
y de los miembros del Consejo de Gobierno. 
 
 1. El Presidente, a petición propia o por acuerdo de 
la Asamblea Regional comparecerá ante el Pleno de la 
Cámara, en los términos previstos en el Reglamento de 
la misma, para informar sobre los asuntos que en el 
ámbito estrictamente político, guarden conexión directa 
con actuaciones personales suyas o en el ejercicio de 
las competencias de su exclusiva atribución, de 
conformidad con la legislación vigente. 
 2. Igualmente, a petición propia, o por acuerdo de la 
Asamblea Regional, los miembros del Consejo de 
Gobierno comparecerán ante el Pleno o cualquiera de 
sus Comisiones, para informar en materias de su 
departamento y para atender las preguntas e 
interpelaciones que se les formulen, pudiendo estar 
asistidos de los titulares de los órganos directivos y 
funcionarios públicos de sus respectivos 
departamentos que estimen necesario. 
 3. Los miembros del Consejo de Gobierno podrán 
delegar su comparecencia ante cualquier Comisión, en 
los secretarios generales, secretarios autonómicos o 
directores generales de sus respectivas consejerías, de 
conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de la 
Cámara. 
 4. La Asamblea Regional podrá solicitar la 
comparecencia ante las comisiones de cualesquiera 
autoridades y funcionarios de la Administración pública 
regional, de los responsables de sus organismos 
públicos y de los representantes de la Administración 
regional en las empresas en las que ésta participe, 
para informar sobre las materias propias de su 
competencia. 
 5. Los miembros del Consejo de Gobierno podrán 
asistir, con voz, a las sesiones del Pleno de la 
Asamblea Regional y de sus comisiones. 
 
Artículo 42.- De los restantes procedimientos de 
impulso. 
 
 El impulso de la acción política del Consejo de 
Gobierno por la Asamblea Regional también podrá ser 
ejercido a través de los restantes procedimientos 
establecidos en el Reglamento de la Cámara. 
 
Artículo 43.- De la relación ordinaria entre la 
Asamblea Regional y el Consejo de Gobierno. 
 
 1. La relación ordinaria entre el Gobierno y la 
Asamblea Regional se canalizará a través de la 
Presidencia de la Comunidad y del representante del 
Consejo de Gobierno en la Junta de Portavoces. 
 2. En todo caso, el Consejo de Gobierno facilitará a 
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los diputados regionales la información y cooperación 
que precisen para el desarrollo de sus funciones, la 
cual podrá ser recabada mediante el procedimiento 
previsto en el Reglamento de la Cámara.  
 

Capítulo II 
Responsabilidad política del Gobierno Regional 

 
Artículo 44.- De la responsabilidad política del 
Presidente y del Consejo de Gobierno. 
 
 1. El Presidente responderá políticamente ante la 
Asamblea Regional. También responderá políticamente 
ante la Cámara, el Consejo de Gobierno, de forma 
solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de 
cada uno de sus miembros por su gestión. 
 2. La delegación temporal de funciones ejecutivas 
del Presidente en el Vicepresidente o en un Consejero, 
no eximirá a aquél de responsabilidad política ante la 
Asamblea. El mismo criterio será aplicable a los casos 
en que el Consejo de Gobierno o un Consejero tengan 
delegadas funciones de su competencia. 
 
Artículo 45.- De la cuestión de confianza y la 
moción de censura. 
 
 La responsabilidad política del Presidente y del 
Consejo de Gobierno será exigible por medio de la 
cuestión de confianza y de la moción de censura, que 
se regulan en el Estatuto de Autonomía, y que serán 
tramitadas y decididas de acuerdo con el procedimiento 
establecido en el Reglamento de la Asamblea 
Regional. 
 

TÍTULO V 
DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA, LA LEGISLACIÓN 

DELEGADA, LA POTESTAD REGLAMENTARIA 
Y EL CONTROL DE LOS ACTOS 

DEL GOBIERNO REGIONAL 
Capítulo I 

Iniciativa legislativa 
 
Artículo 46.- De la iniciativa legislativa del Consejo 
de Gobierno. 
 
 1. El Consejo de Gobierno ejercerá la iniciativa 
legislativa prevista en el artículo 30 del Estatuto de 
Autonomía, mediante la elaboración, aprobación y 
posterior remisión, de los proyectos de ley a la 
Asamblea Regional. 
 2. El procedimiento de elaboración de los 
anteproyectos de ley, se iniciará en la Consejería o 
consejerías competentes por razón de la materia, En el 
supuesto de que exista interés de varios 
departamentos, el Consejo de Gobierno, previo informe 
de la Dirección de los Servicios Jurídicos, determinará 
lo procedente acerca de su formulación. 

 3. El anteproyecto que se elabore irá acompañado 
por una memoria que incluya la motivación técnica y 
jurídica, con el grado de detalle suficiente que requiera 
el caso, de las concretas determinaciones normativas 
propuestas; de los estudios o informes que se estimen 
precisos para justificar su necesidad y oportunidad, así 
como de un informe del impacto por razón de género 
de las medidas que se establezcan en el mismo. 
 Asimismo deberá obrar un estudio económico de la 
norma, con referencia al coste y financiación de los 
nuevos servicios, si los hubiere. 
 4. La Consejería o consejerías proponentes, 
remitirán el anteproyecto acompañado de los 
documentos indicados en los párrafos anteriores, a la 
Comisión de Secretarios Generales a efectos de que, 
tras su examen, se eleve por la misma una propuesta 
de acuerdo al Consejo de Gobierno, relativa a los 
ulteriores trámites que deben obrar en el expediente, 
con especial referencia a otras consultas, dictámenes o 
informes que, a juicio de la Comisión, resulten 
oportunos, sin perjuicio de los que tengan carácter 
preceptivo. A tales efectos, será preceptivo el informe 
de la Vicesecretaría correspondiente, que deberá 
referirse, necesariamente, a la corrección del 
procedimiento seguido, valoración jurídica de las 
alegaciones presentadas, así como a las disposiciones 
legales derogadas por el anteproyecto, parcial o 
totalmente. 
 5. Adoptado por el Consejo de Gobierno el acuerdo 
a que se refiere el apartado anterior, y una vez  
efectuados los trámites indicados en el mismo, el titular 
de la Consejería proponente, someterá el anteproyecto 
al Consejo de Gobierno, a efectos de su aprobación 
como proyecto de ley y de su inmediata remisión a la 
Asamblea Regional, acompañado de la exposición de 
motivos y de cuantos antecedentes se estimen 
necesarios. 
 6. Cuando razones de urgencia, debidamente 
acreditadas en el expediente, así lo aconsejen, se 
podrá prescindir de los trámites contemplados en el 
apartado 4 de este artículo, salvo aquellos que tengan 
carácter preceptivo. 
 7. El Consejo de Gobierno podrá retirar un proyecto 
de ley en cualquier momento de su tramitación, 
siempre que no hubiera recaído el acuerdo final de la 
Asamblea Regional sobre el mismo. 
 

Capítulo II 
La legislación delegada 

 
Artículo 47.- De los decretos legislativos. 
 
 1. La Asamblea Regional podrá delegar en el 
Consejo de Gobierno la potestad de elaborar 
disposiciones normativas con fuerza de Ley, excepto 
en las siguientes materias: 
  a) El ordenamiento institucional básico de la 
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Comunidad Autónoma, 
  b) El régimen jurídico de su Administración 
pública. 
  c) El régimen electoral. 
  d) Las leyes que requieran un procedimiento 
especial o una mayoría cualificada para su aprobación. 
 2. Las disposiciones del Gobierno regional que 
contengan legislación delegada recibirán el título de 
decretos legislativos. 
 
Artículo 48.- De la delegación legislativa. 
 
 1. La delegación legislativa deberá otorgarse 
mediante una ley de bases, cuando su objeto sea la 
formación de textos articulados, o por una ley ordinaria, 
cuando se trate de refundir varios textos legales en uno 
sólo. 
 2. La delegación legislativa deberá otorgarse, de 
manera expresa, para una materia concreta, fijando el 
plazo para su ejercicio. En ningún caso, podrá 
entenderse que ha sido concedida de manera implícita, 
ni por periodo de tiempo indeterminado. 
 3. El ejercicio de la delegación legislativa 
corresponde al Consejo de Gobierno, sin que quepa 
posibilidad de delegación alguna.  
 
Artículo 49.- Leyes de bases y textos refundidos. 
 
 1. Las leyes de bases delimitarán con precisión el 
objeto y alcance de la delegación legislativa y los 
principios y criterios que han de seguirse en su 
ejercicio, no pudiendo autorizar la modificación de la 
propia ley de bases, ni facultar para dictar normas con 
carácter retroactivo. 
 2. La autorización para refundir textos legales, 
deberá determinar el ámbito normativo a que se refiere 
el contenido de la delegación, especificando si se 
circunscribe a la mera formulación de un texto único, o 
si incluye la facultad de regularizar, aclarar y armonizar 
los textos legales que deben ser refundidos. 
 
Artículo 50.- Proposiciones de ley contrarias a la 
delegación legislativa. 
 
 Si una proposición de ley o una enmienda fuera 
contraria a una delegación legislativa en vigor, el 
Consejo de Gobierno podrá oponerse a su tramitación. 
En cualquier caso, podrá presentarse una proposición 
de ley para la derogación total o parcial de la Ley de 
delegación. 
 
Artículo 51.- Control de la legislación delegada. 
 
 1. Sin perjuicio de la competencia propia de los 
tribunales, las leyes de delegación podrán establecer, 
en cada caso, fórmulas adicionales de control. 
 2. El Consejo de Gobierno, tan pronto como haya 

hecho uso de la delegación legislativa, comunicará a la 
Asamblea Regional el texto articulado o refundido en 
que aquélla se concrete, a efectos de permitir el control 
parlamentario de dicha delegación, en los términos 
previstos por el Reglamento de la Cámara. 
 

Capítulo III 
La potestad reglamentaria 

 
Artículo 52.- De la potestad reglamentaria. 
 
 1. La titularidad de la potestad reglamentaria 
corresponde al Consejo de Gobierno, en materias no 
reservadas por el Estatuto de Autonomía a la 
competencia legislativa de la Asamblea Regional. No 
obstante, los consejeros podrán hacer uso de esta 
potestad cuando les esté específicamente atribuida por 
disposición de rango legal o en materias de ámbito 
organizativo interno de su departamento, sin que la 
misma pueda ser objeto de delegación, en ningún caso. 
 2. Los reglamentos regionales no podrán infringir 
normas con rango de Ley, ni tipificar delitos, faltas o 
infracciones administrativas, establecer penas o  
sanciones, así como tributos, cánones u otras cargas o 
prestaciones personales o patrimoniales de carácter 
público. 
 3. Los reglamentos regionales se ordenarán 
jerárquicamente según el respectivo orden de los 
órganos de que emanen. Ningún reglamento podrá 
vulnerar los preceptos de otro de jerarquía superior. 
 4. Son nulas las resoluciones administrativas que 
vulneren lo establecido en un reglamento, aunque 
hayan sido dictadas por órganos de igual o superior 
jerarquía que el que lo haya aprobado. 
 5. La entrada en vigor de las disposiciones de 
carácter general se producirá  a los veinte días de la 
publicación de su texto completo en el Boletín Oficial de 
la Región de Murcia, salvo que en ellas se disponga 
otra cosa. 
 
Artículo 53.- Del procedimiento de elaboración de 
los reglamentos. 
 
 La elaboración de las disposiciones de carácter 
general, emanadas del Consejo de Gobierno, se 
ajustará al siguiente procedimiento: 
 1.- La iniciación del procedimiento se llevará a cabo, 
a través de la oportuna propuesta dirigida al Consejero, 
por el órgano directivo de su departamento competente 
por razón de la materia, mediante la elaboración del 
correspondiente anteproyecto, al que se acompañarán 
la exposición de motivos y una memoria que justifique 
su oportunidad, y que incluya la motivación técnica y 
jurídica, con el grado de detalle suficiente que requiera 
el caso, de las concretas determinaciones normativas 
propuestas; de los estudios o informes que se estimen 
precisos para justificar su necesidad, así como de una 
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relación de las disposiciones cuya vigencia resulte 
afectada. 
 También irá acompañado por un estudio económico 
de la norma, con referencia al coste y financiación de 
los nuevos servicios, si los hubiere. 
 2.- A lo largo del proceso de elaboración del 
proyecto deberán recabarse el informe jurídico de la 
Vicesecretaría de la Consejería proponente y los 
informes, consultas y aprobaciones previas que tengan 
carácter preceptivo. 
 3.- Elaborado el texto de un proyecto de disposición 
general que afecte a los derechos e intereses legítimos 
de los ciudadanos, el órgano directivo impulsor lo 
someterá al trámite de audiencia, bien directamente o a 
través de las organizaciones y asociaciones 
reconocidas por la ley, que los agrupen o los 
representen y cuyos fines guarden relación directa con 
el objeto de la disposición, en los términos que a 
continuación se exponen: 
  a) Dicho trámite deberá concederse por un plazo 
no inferior a quince días, salvo razones de urgencia, 
debidamente acreditadas en el expediente, en cuyo 
caso el plazo podrá reducirse a siete días. 
  b) La decisión sobre el procedimiento escogido 
para dar audiencia a los ciudadanos afectados deberá 
ser motivada por el órgano que acuerde la apertura de 
dicho trámite. 
  c) El trámite de audiencia no se aplicará a las 
disposiciones que regulen los órganos, cargos y 
autoridades de la Administración regional o de los 
organismos públicos dependientes o adscritos a ella. 
  d) Podrá también prescindirse del trámite 
anterior, si las organizaciones o asociaciones que 
agrupen o representen a los ciudadanos, hubieran 
participado por medio de informes o consultas en el 
proceso de elaboración indicado en el apartado 2 de 
este artículo. 
  e) Con independencia de lo establecido en los 
apartados anteriores, sólo podrá excluirse este trámite 
cuando la materia lo requiera, por graves razones de 
interés público, acreditadas expresamente en el 
expediente. 
 4.- Cuando así lo exija la naturaleza de la 
disposición, o por decisión expresa del Consejo de 
Gobierno o del Consejero competente por razón de la 
materia, el proyecto será sometido a información 
pública, durante el plazo establecido en el apartado 
3.a) de este artículo. 
 5.- En todo caso, los reglamentos regionales 
deberán ir acompañados de una disposición 
derogatoria en la que expresamente se hagan constar 
los preceptos reglamentarios derogados o modificados 
por la publicación del nuevo texto. 
 
Artículo 54.- Control de los actos del Gobierno 
regional. 
 1. El Gobierno de la Región de Murcia actuará de 

acuerdo con la Constitución, el Estatuto de Autonomía 
y el resto del ordenamiento jurídico. 
 2. Además del control político de la actuación del 
Presidente y del Consejo de Gobierno que corresponde 
a la Asamblea Regional, los actos emanados del 
Gobierno Regional pueden impugnarse ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, de conformidad 
con lo establecido en su ley reguladora. 
 3. La actuación del Gobierno Regional es 
impugnable ante el Tribunal Constitucional, en los 
términos de la Ley Orgánica reguladora del mismo. 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
Primera 
 
 De acuerdo con lo establecido en los artículos 31.5, 
32.5 y 33.5 del Estatuto de Autonomía, se requiere 
mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea para 
la modificación de los siguientes aspectos de esta Ley: 
 a) El Estatuto Personal del Presidente del Consejo 
de Gobierno y el procedimiento para su elección  
regulados en los capítulos primero, segundo y tercero 
del título I, así como el procedimiento para exigirle 
responsabilidad política ante la Asamblea  Regional, 
regulado en el capítulo segundo del título IV. 
 b) La organización y atribuciones del Consejo de 
Gobierno, regulados en los capítulos primero, segundo 
y tercero del título II, así como el Estatuto Personal del 
Vicepresidente y de los consejeros en cuanto miembros 
del mismo, regulados en los capítulos primero, segundo 
y tercero del título III. 
 c) La responsabilidad política del Consejo de 
Gobierno ante la Asamblea y, en general, las 
relaciones entre ambos órganos, reguladas en el título  
IV de esta Ley. 
 
Segunda 
 
 Se da nueva redacción a los siguientes preceptos 
del Estatuto Regional de la Actividad Política, aprobado 
por Ley 5/1994, de 8 de enero: 
 "Artículo 2º. Apartados 1 y 2. Ámbito subjetivo: el 
concepto de alto cargo. 
 1. A los efectos de esta ley se consideran altos 
cargos los miembros del Consejo de Gobierno y todos 
aquellos titulares de cargos de la Administración 
pública regional o de los organismos públicos 
vinculados o dependientes de aquella que, por implicar 
especial confianza y responsabilidad, sean calificados 
como tales por ley, reglamentariamente o en la 
disposición que otorgue su nombramiento. 
 2. En todo caso, esta ley se aplicará a la actividad 
pública de los siguientes altos cargos: 
  a) El Presidente de la Comunidad Autónoma. 
  b) El Vicepresidente, si lo hubiera, y los 
consejeros. 
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  c) Los secretarios generales, secretarios 
autonómicos, los directores generales y asimilados a 
los mismos. 
  d) El Secretario General de la Presidencia y el 
Jefe del Gabinete de la misma.  
  e) Los presidentes, directores y asimilados de 
los organismos públicos regionales. 
  f) Los directores de los gabinetes de los 
consejeros. 
 
 Artículo 9 
 1. Para el cumplimiento del deber de eficacia, el 
ejercicio de la actividad de los altos cargos se 
desarrollará en régimen de dedicación absoluta y 
excluyente. Por tanto, con carácter general, esta 
dedicación será incompatible:  
  a) Con el desempeño por sí o mediante 
sustitución o apoderamiento, de cualquier otro puesto, 
cargo, representación, profesión o actividad, sean de 
carácter público o privado, por cuenta propia o ajena. 
Asimismo, tampoco podrán percibir cualquier otra 
remuneración con cargo a los presupuestos  de las 
administraciones públicas o entidades vinculadas o 
dependientes de las mismas, ni cualquier otra 
percepción que directa o indirectamente provenga de 
una actividad privada. Se exceptúa de lo anterior la 
administración de su patrimonio familiar, que podrán 
efectuar, directamente, o por medio de otra persona. 
  b) Con la condición de miembro de la Asamblea 
Regional de Murcia, de las asambleas legislativas de 
otras comunidades autónomas, de corporaciones 
locales, de diputado o senador en las Cortes Generales 
o de diputado del Parlamento Europeo. No obstante, el 
Presidente de la Comunidad Autónoma habrá de ser 
diputado regional y podrá ostentar la condición de 
senador. El Vicepresidente y los consejeros podrán ser 
diputados regionales. 
  c) Con el ejercicio de cargos electivos en 
colegios, cámaras o entidades que tengan atribuidas 
funciones públicas. Se exceptúa de esta 
incompatibilidad el desempeño de cargos 
representativos en instituciones o entes de carácter 
benéfico-social o protocolario sin remuneración alguna.  
 2. Como excepción, la dedicación será compatible: 
  a) Con el desempeño de aquellos cargos que les 
correspondan con carácter institucional o para los que 
fueran designados por su propia condición de altos 
cargos. 
  b) Con el desarrollo de misiones temporales de 
representación en organizaciones o conferencias, 
nacionales o internacionales. 
  c) Con la condición de presidente, secretario o 
miembro de órganos colegiados de las 
administraciones públicas, cuando deban realizar 
dichas funciones por razón de su cargo. 
  d) Con la representación de la Administración 
pública regional en los órganos directivos o consejos de 

administración de los organismos públicos o 
sociedades mercantiles en cuyo capital tenga 
participación mayoritaria, directa o indirectamente, 
cualquier Administración pública. No obstante, no se 
podrá pertenecer a más de dos consejos de 
administración de dichos organismos, empresas o 
entidades, salvo cuando concurran razones que lo 
justifiquen y así se declare expresamente por el 
Consejo de Gobierno, sin que se perciba, en este caso, 
cantidad alguna en concepto de asistencia, por la 
pertenencia a un tercer y sucesivos consejos de 
administración. 
  e) Con el desempeño de cargos representativos, 
sin retribución, en partidos políticos. 
 
Artículo 11.1.b) 
 Durante los dos años siguientes a su cese, para la 
realización de actividades privadas relacionadas con 
asuntos sobre los que hubiera adoptado decisión 
expresa en el ejercicio de su cargo, ni para la 
celebración de contratos de asistencia técnica, 
servicios o similares con la Administración pública 
regional o sus organismos públicos. 
 A tal efecto, deberá dirigir al Registro de 
Actividades, Intereses y Bienes correspondiente, dentro 
del plazo de tres meses, tras la publicación del cese, 
una comunicación sobre la actividad privada que vaya 
a realizar, con posterioridad al desempeño de su cargo. 
Reglamentariamente se desarrollará el alcance y 
contenido de la citada comunicación. 
 
Artículo 13. Apartado 3. 
De bienes: 
 Declaración que describirá el patrimonio del 
interesado, y que deberá, al menos, recoger: 
 a) Los bienes, derechos y obligaciones 
patrimoniales que posean. 
 b) Los valores y activos financieros negociables. 
 c) Las participaciones societarias. 
 d) El objeto social de las sociedades de cualquier 
clase en la que tengan intereses. 
 A esta declaración se podrá acompañar la 
documentación acreditativa de los extremos declarados 
que considere oportuno el alto cargo. Dicha 
documentación se presentará en el Registro 
correspondiente como documentación complementaria, 
rigiéndose el acceso a la misma por su normativa 
específica. 
 
Artículo 15. Régimen de publicidad de los Registros de 
Actividades, Intereses y Bienes. 
 Apartado 3.- El contenido de los Registros de 
Actividades e Intereses tendrá carácter público, 
rigiéndose por lo establecido en la normativa  de 
Protección de Datos de Carácter Personal y por el 
artículo 37.6 de la ley 30/1992, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
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Administrativo Común; por la presente Ley y por las 
correspondientes normas de desarrollo. 
 Apartado 4.-  El contenido del Registro de Bienes 
tiene carácter reservado y sólo puede accederse al 
mismo, previa presentación de solicitud en la que se 
especifiquen aquellos datos del alto cargo de los que 
se desea tener constancia, siempre que exista 
autorización expresa y escrita del declarante y, en su 
caso, de su cónyuge o persona vinculada por análoga 
relación de convivencia afectiva e hijos. Podrán, sin 
embargo, acceder, al Registro de Bienes de los Altos 
Cargos: 
  a) La Asamblea Regional. 
  b) Los órganos judiciales, para la instrucción o 
resolución de los procesos que requieran el 
conocimiento de los datos que obren en el Registro, de 
conformidad con lo dispuesto en las leyes procesales. 
  c) El Ministerio Fiscal, cuando realice 
actuaciones de investigación en el ejercicio de sus 
funciones, que requieran el conocimiento de datos que 
obran en el Registro. 
  d) El Defensor del Pueblo, en los términos de su 
Ley Orgánica. 
 Apartado 5. Los registros establecidos en esta Ley 
se instalarán en un sistema de gestión documental que 
garantice la inalterabilidad y permanencia de sus datos, 
así como la alta seguridad en el acceso y uso de los 
mismos. 
 Apartado 6. El personal que preste servicio en estos 
registros o intervenga en los expedientes a los que se 
refiere esta Ley, tiene el deber permanente de 
mantener en secreto los datos e informaciones que 
conozca por razón de su trabajo. 
 Se añade al Estatuto de la Actividad Política una 
disposición adicional única del siguiente tenor: 
 De acuerdo con lo establecido en los artículos 31.5 
y 32.5 del Estatuto de Autonomía, se requiere mayoría 
absoluta de los miembros de la Asamblea para la 
modificación de los preceptos contenidos en esta Ley, 
en cuanto se refieran al Estatuto Personal del 
Presidente y de los miembros del Consejo de 
Gobierno". 
 
Tercera 
 
 El Consejo Jurídico, órgano superior consultivo de 
la Región, se ajustará en su organización, 
funcionamiento y régimen interior a su Ley de creación 
y a su Reglamento, en garantía de la autonomía que le 
compete. 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 
 1. A la entrada en vigor de la presente Ley 
quedarán derogados los siguientes preceptos de la Ley 
1/1988, de 7 de enero, del Presidente, del Consejo de 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad 

Autónoma de Murcia: artículo 1; los apartados 1 y 2 del 
artículo 2, los títulos I, II y III completos; y las 
disposiciones adicionales 1ª, 2ª, 3ª y 4ª. 
 2. Asimismo, quedan derogadas cuantas otras 
disposiciones se opongan al contenido de esta Ley. 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
Primera.- Facultades de desarrollo. 
 
 Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las 
disposiciones necesarias en desarrollo de la presente 
Ley. 
 
Segunda.- Vigencia. 
 
 La presente Ley entrará en vigor a los veinte días 
de su publicación en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia. 
 
 
SECCIÓN "B", TEXTOS EN TRÁMITE 
 3. Mociones o proposiciones no de ley 
  a) Para debate en Pleno 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 Admitidas a trámite por la Mesa de la Cámara, en 
sesión celebrada el día de la fecha, las mociones para 
debate en pleno registradas con los números 143, 144, 
145 y 146, se ordena por la presente su publicación en 
el Boletín Oficial de la Asamblea. 
 

Cartagena, 8 de noviembre de 2004 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
 
 
MOCIÓN 143, SOBRE IMPULSO DE ACUERDOS 
CON EL MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE 
PARA MEJORA DE PLAYAS, PASEOS 
MARÍTIMOS Y ACONDICIONAMIENTO DE 
ACCESOS AL LITORAL, FORMULADA POR D.ª 
FRANCISCA CABRERA SÁNCHEZ, DEL G.P. 
POPULAR, (VI-4840). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Francisca Cabrera Sánchez, diputada del grupo 
parlamentario Popular y con el respaldo del citado 
grupo, según se acredita en este escrito mediante la 
firma del portavoz, al amparo de lo previsto en el 
artículo 186 y siguientes del vigente Reglamento de 
la Cámara, presenta ante el pleno, para su debate y 
aprobación, si procede, la siguiente moción: 
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 Hace ya ocho años el Gobierno del Partido 
Popular puso de manifiesto su compromiso con el 
medio ambiente y con el desarrollo sostenible 
creando el Ministerio de Medio Ambiente, elevando 
así, por primera vez en España, al máximo rango 
político la protección del medio natural. 
 Con la asignación de las competencias de costas 
a este Ministerio se hizo que el factor 
medioambiental sea determinante para la gestión del 
medio costero. 
 Durante estos años el desarrollo del sector 
turístico en nuestra Región y el respeto al medio 
ambiente ha fructificado, seguimos impulsando la 
mejora ambiental de nuestro litoral, con una política 
de recuperación del dominio público marítimo-
terrestre, en la que damos prioridad a las inversiones 
y actuaciones de lucha contra los procesos erosivos, 
el desarrollo de infraestructuras ambientales de uso 
público y la recuperación de playas, todo ello para 
facilitar a todos los ciudadanos murcianos y a los 
que nos visitan el uso y disfrute de las mismas. 
 Desde el grupo parlamentario Popular queremos 
que el turismo en nuestra Región continúe siendo el 
motor fundamental de nuestra economía. 
 Por todo lo anteriormente expuesto, el grupo 
parlamentario Popular propone, para su debate y 
aprobación, la siguiente moción: 
 La Asamblea Regional de Murcia insta al 
Gobierno regional a impulsar, de acuerdo con su 
disponibilidad presupuestaria, los acuerdos 
específicos necesarios con el Ministerio de Medio 
Ambiente para mejorar nuestras playas, realizar y 
acondicionar nuevos paseos marítimos y los 
existentes, llevar a cabo y acondicionar accesos al 
litoral previstos en el planeamiento u otros que sean 
necesarios para su mejora, y cuantas actuaciones se 
deriven de las anteriores que mejoren nuestro litoral 
y su fachada marítima. 
 

Cartagena, 28 de octubre de 2004 
EL PORTAVOZ, Juan Carlos Ruiz López. LA 
DIPUTADA, Francisca Cabrera Sánchez. 
 
 
MOCIÓN 144, SOBRE ANUNCIO DE CLAUSURA 
DEL MUSEO SALZILLO DE MURCIA, 
FORMULADA POR D. FRANCISCO MARÍN 
ESCRIBANO, DEL G.P. SOCIALISTA, (VI-4864). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Francisco Marín Escribano, diputado del grupo 
parlamentario Socialista y con el respaldo del citado 
grupo, presenta al amparo del artículo 186 y 
siguientes del Reglamento de la Cámara, la 
siguiente moción para su debate en pleno sobre 
anuncio de clausura del Museo Salzillo de Murcia. 
 Exposición de motivos: Tras la confirmación por 

parte del presidente de la Cofradía de Jesús 
respecto al acuerdo adoptado por la Comisión 
Ejecutiva del Museo Salzillo de Murcia, referido a la 
clausura de dicho museo, se nos presenta, con esta 
circunstancia, un elemento añadido al ya desolador 
paisaje museístico y cultural que sufre la Región de 
Murcia. No sólo padecemos los incumplimientos a 
los que, año tras año, nos tiene acostumbrados el 
Gobierno regional y sus distintos consejeros de 
Cultura (últimamente tres), además de la que fuera 
directora de Proyectos e Iniciativas Culturales, con el 
presidente Valcárcel a la cabeza, sino que también 
recibimos, como una gota  más que va colmando el 
vaso de la tristeza del panorama cultural regional, 
esta noticia por la que se nos anuncia que uno de 
los museos más importantes de nuestra Región, que 
contiene el máximo exponente de las tallas de 
Salzillo como muestra fundamental de nuestro 
imaginero universal del siglo XVIII, va a cerrar sus 
puertas. 
 El grave carácter de esta decisión, por la que se 
privaría a todos los ciudadanos en general y a los 
amantes del arte en particular, de poder contemplar 
estas obras en su museo, referente internacional de 
esta Región, nos hace valorar como indispensable la 
intervención de la Administración regional en este 
asunto en defensa del interés general, y es, por 
tanto, el motivo por el que el grupo parlamentario 
Socialista presenta, para su debate y aprobación, la 
siguiente moción: 
 La Asamblea Regional insta al Consejo de 
Gobierno a que, dentro de sus disponibilidades 
presupuestarias, intervenga de inmediato en el 
asunto referente a la anunciada clausura del Museo 
Salzillo de Murcia, contactando con la Comisión 
Ejecutiva del mismo, con el fin de alcanzar un 
acuerdo que permita solventar los problemas de 
cualquier índole que afecten a dicho museo y se 
evite de este modo su cierre. 
 

Cartagena, 30 de octubre de 2004 
EL PORTAVOZ, Juan Durán Granados. EL 
DIPUTADO, Francisco Marín Escribano. 
 
 
MOCIÓN 145, SOBRE SOLICITUD AL GOBIERNO 
DE LA NACIÓN DE ESTUDIO DE LA 
REAPERTURA DE LA LÍNEA FÉRREA 
ALMENDRICOS-GUADIX, FORMULADA POR D. 
CAYETANO JAIME MOLTÓ, DEL G.P. MIXTO, (VI-
4866). 
 
 Cayetano Jaime Moltó, diputado de Izquierda 
Unida y portavoz del grupo parlamentario Mixto, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 186 y 
siguientes del vigente Reglamento de la Cámara, 
presenta ante la Mesa de la Asamblea Regional, 
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para su calificación y admisión a trámite, la siguiente 
moción en pleno sobre apertura de la línea férrea 
Almendricos-Guadix. 
 En septiembre de 1984, el Consejo de Ministros 
acordó el cierre de la línea férrea Guadix-
Almendricos, justificando en su carácter deficitario. 
Desde entonces, la Región de Murcia y Andalucía 
han quedado privadas de una comunicación 
ferroviaria cuya importancia histórica se remonta a 
hace más de un siglo, cerrando expectativas a los 
lazos comerciales, económicos, culturales e 
históricos que se han mantenido a lo largo del 
tiempo. 
 El diseño ferroviario mantenido o desarrollado por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
ha obedecido bien a un carácter radial o, en su caso, 
a la comunicación del litoral, desplazando una visión 
más antigua pero socialmente más justa, como era 
vertebrar el territorio, comunicando el interior con la 
costa. Por otra parte, las variables socioeconómicas 
de las comunidades de Andalucía y de Murcia 
aconsejan a los poderes públicos adoptar iniciativas 
que faciliten su desarrollo económico y social que 
promuevan su acercamiento a la media nacional. 
 La línea Guadix-Almendricos, clausurada hace 
veinte años, ha conocido en este tiempo el 
desarrollo de políticas de actividad que justifican su 
reapertura (la pujanza del sector agroalimentario, la 
explotación del sector de la piedra, el desarrollo de 
iniciativas turísticas, etcétera) por el propio Ministerio 
de Fomento, se ha mostrado dispuesto a estudiar la 
posibilidad de su reapertura, al igual que otros 
tramos ferroviarios convencionales cerrados en la 
misma época. 
 La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
no puede confiar todas sus expectativas de 
comunicación a un tren AVE, consumidor de un 
volumen de recursos públicos muy importantes, de 
un impacto ambiental considerable y de una certeza 
en cuanto a fechas y a posible operatividad de esa 
línea clarísima, sus expectativas de comunicación 
ferroviaria con Andalucía. La comunicación 
ferroviaria con Andalucía debe ser de carácter 
estratégico para los intereses regionales. Al tratarse 
de la autonomía con mayor población del Estado y 
de una extensión geográfica importantísima. 
Comunicar la Comarca del Guadalentín con las 
provincias de Almería y Granada debe suponer un 
reto para el Gobierno de la Región de Murcia, reto al 
que hay que sumar algo más que la supuesta 
voluntad política y que debe concentrarse en 
planteamientos de cooperación ligados a la política 
territorial, financiera, etcétera. 
 Por todo ello, presento para su debate y 
aprobación, si procede, ante el Pleno de la Cámara 
la siguiente propuesta de moción: 
 1º. La Asamblea Regional de Murcia insta al 

Consejo de Gobierno a que, a su vez, se dirija al 
Gobierno de la nación al objeto de que, por parte de 
éste, se inicie, a la mayor brevedad posible, el 
estudio para la reapertura de la línea férrea Guadix-
Almendricos. 
 2º. La Asamblea Regional de Murcia insta 
igualmente al Consejo de Gobierno a que acometa, 
de acuerdo con las disponibilidades presupuestarias, 
estudios de los beneficios económicos, sociales y 
culturales que supondría para la Región de Murcia la 
reapertura de la mencionada línea. 
 3º. Prevea, en su caso, las necesidades de 
establecimiento de acuerdos, tanto con los 
ayuntamientos afectados, Comunidad Autónoma de 
Andalucía y Administración central, al objeto de 
garantizar, si fuera preciso, la financiación de las 
inversiones necesarias y de los déficit iniciales de 
explotación a los que hubiera que hacer frente. 
 

Cartagena, 2 de noviembre de 2004 
EL PORTAVOZ, 

Cayetano Jaime Moltó 
 
 
MOCIÓN 146, SOBRE ELABORACIÓN DE UNA 
NORMA QUE POSIBILITE CONTROLES DE 
EFICACIA Y EFICIENCIA DEL GASTO PÚBLICO, 
FORMULADA POR D.ª BEGOÑA GARCÍA 
RETEGUI, DEL G.P. SOCIALISTA, (VI-4881). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Begoña García Retegui, diputada del grupo 
parlamentario Socialista y con el respaldo del citado 
grupo, presenta al amparo del artículo 186 y 
siguientes del Reglamento de la Cámara, la 
siguiente moción para su debate en pleno, sobre 
elaboración de una norma que posibilite controles de 
eficacia y eficiencia del gasto público. 
 Exposición de motivos: La Ley de Hacienda de la 
Región de Murcia, en su artículo 103, contempla 
que, con independencia del control financiero, las 
consejerías correspondientes podrán realizar con 
sus medios los controles de eficacia y eficiencia que 
consideren oportunos con el objeto de verificar el 
grado de cumplimiento de los objetivos programados 
en relación a las previsiones efectuadas, al grado de 
consecución alcanzado y al coste de los mismos. 
 En diferentes comparecencias para la liquidación 
de presupuestos, el grupo parlamentario Socialista 
ha venido insistiendo en la necesidad de desarrollar 
el mencionado artículo en aras de una mayor 
transparencia y una mejora de la calidad del gasto 
público. 
 Por todo lo expuesto, el grupo parlamentario 
Socialista presenta, para su debate y aprobación, la 
siguiente moción: 
 La Asamblea Regional insta al Consejo de 
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Gobierno a que elabore una norma que posibilite la 
realización efectiva de controles de eficacia y 
eficiencia del gasto público. 
 

Cartagena, 28 de octubre de 2004 
EL PORTAVOZ, Juan Durán Granados. LA 
DIPUTADA, Begoña García Retegui. 
 
 
SECCIÓN "E", CONTROL DEL CONSEJO 
DE GOBIERNO 
 2. Interpelaciones 
  a) Para debate en Pleno 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 Admitida a trámite por la Mesa de la Cámara, en 
sesión celebrada el día de la fecha, la interpelación 
para debate en pleno registrada con el número 53, se 
ordena por la presente su publicación en el Boletín 
Oficial de la Asamblea. 
 

Cartagena, 8 de noviembre de 2004 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
 
 
INTERPELACIÓN 53, SOBRE RAZONES PARA LA 
FALTA DE PRESENTACIÓN DE UN PROYECTO DE 
LEY DEL PLAN REGIONAL DE ESTADÍSTICA, 
FORMULADA POR D.ª BEGOÑA GARCÍA RETEGUI, 
DEL G.P. SOCIALISTA, (VI-4849). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Begoña García Retegui, diputada del grupo 
parlamentario Socialista, de acuerdo con lo establecido 
por el artículo 179 y siguientes del Reglamento de la 
Cámara, presenta ante la Mesa de la Asamblea 
Regional, para su calificación y admisión a trámite, la 
siguiente interpelación en el Pleno de la Cámara, 
dirigida a la consejera de Hacienda, para que explique 
las razones por las que todavía no se ha presentado en 
la Asamblea Regional un proyecto de ley del Plan 
Regional de Estadística. 
 La Ley de Estadística de la Región de Murcia 
contempla, en la disposición adicional segunda, que 
"en un plazo máximo de dos años a partir de la entrada 
en vigor de esta Ley, el Consejo de Gobierno remitirá a 
la Asamblea Regional de Murcia un proyecto de ley del 
Plan de Estadística de la Región de Murcia. 
 Han transcurrido más de dos años desde la entrada 
en vigor de la citada Ley, por lo que la diputada que 
suscribe interpela a la consejera de Hacienda para que 
explique las razones por las que todavía no se ha 

presentado en la Asamblea Regional un proyecto de 
ley del Plan Regional de Estadística. 
 

Cartagena, 27 de octubre de 2004 
EL PORTAVOZ, Juan Durán Granados. LA DIPUTADA, 
Begoña García Retegui. 
 
 
SECCIÓN "E", CONTROL DEL CONSEJO 
DE GOBIERNO 
 4. Preguntas para respuesta oral 
  a) En Pleno 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

Orden de publicación 
 
 La Mesa de la Cámara, en sesión celebrada el día 
de la fecha, ha admitido a trámite las preguntas para 
respuesta oral en Pleno registradas con los números 
118 a 128, cuyos enunciados se insertan a 
continuación: 
 - Pregunta 118, sobre situación del proyecto 
Panóptico, relativo a la construcción de la ciudad del 
conocimiento y a las nuevas tecnologías y la sociedad 
del conocimiento, formulada por D.ª Begoña García 
Retegui, del G.P. Socialista, (VI-4848). 
 - Pregunta 119, sobre el Plan de Vivienda Joven 
2003-2007, al año de su implantación, formulada por 
D.ª Begoña García Retegui, del G.P. Socialista, (VI-
4861). 
 - Pregunta 120, sobre actuación de la Consejería de 
Educación y Cultura respecto a la crisis del museo 
Salzillo, de Murcia, formulada por D. Francisco Marín 
Escribano, del G.P. Socialista; (VI-4873). 
 - Pregunta 121, sobre remisión de la información de 
seguimiento referida al Plan Estratégico de la Región 
de Murcia en cumplimiento de resolución aprobada por 
la Cámara, formulada por D.ª Begoña García Retegui, 
del G.P. Socialista, (VI-4875). 
 - Pregunta 122, sobre situación del proyecto de 
construcción del Centro Tecnológico Naval y del Mar, 
formulada por D.ª Begoña García Retegui, del G.P. 
Socialista, (VI-4876). 
 - Pregunta 123, sobre situación del proyecto de 
construcción del Centro Tecnológico de la 
Construcción, formulada por D.ª Begoña García 
Retegui, del G.P. Socialista, (VI-4877). 
 - Pregunta 124, sobre situación y expectativas de 
futuro del sector porcino en la Región. formulada por D. 
Pedro Abellán Soriano, del G.P. Socialista, (VI-4878). 
 - Pregunta 125, sobre implantación de Internet de 
banda ancha en las bibliotecas públicas de la Región, 
formulada por D.ª Diana Asurmendi López, del G.P. 
Popular, (VI-4890). 
 - Pregunta 126, sobre actuaciones para la puesta en 
marcha del nuevo edificio de archivos entregado por el 



2410  BOLETÍN OFICIAL DE LA ASAMBLEA REGIONAL DE MURCIA 
 
 

SECCIÓN "H", COMUNICACIONES E Ministerio de Cultura, formulada por D.ª Diana 
Asurmendi López, del G.P. Popular, (VI-4891). INFORMACIÓN 

  - Pregunta 127, sobre actuaciones para la mejora 
de servicios, infraestructuras y programación del Museo 
de Arte Ibérico El Cigarralejo, de Mula, formulada por 
D.ª Diana Asurmendi López, del G.P. Popular, (VI-
4892). 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

  - Pregunta 128, sobre actuaciones de inversión 
llevadas a cabo para la mejora de las infraestructuras 
del museo Salzillo, de Murcia, formulada por D.ª Diana 
Asurmendi López, del G.P. Popular, (VI-4893). 

 En virtud de lo dispuesto en la norma cuarta de las 
que regulan la concesión de subvenciones por la 
Asamblea Regional de Murcia, insertas en el Boletín 
Oficial de la Asamblea Regional número 31, de 19 de 
mayo de 2004, se anuncia que el plazo para las 
correspondientes al segundo periodo de sesiones del 
actual año legislativo, finalizará el próximo día 29 de 
noviembre. 

 Lo que se hace público para general conocimiento. 
Cartagena, 8 de noviembre de 2004 

EL PRESIDENTE, 
Francisco Celdrán Vidal 

 
  

SECCIÓN "E", CONTROL DEL CONSEJO Cartagena, 10 de noviembre de 2004 
DE GOBIERNO  
 6. Respuestas EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal  
 PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
 REGIONAL DE MURCIA 
  
SECCIÓN "I", TEXTOS RETIRADOS, Orden de publicación 
RECHAZADOS O TRANSFORMADOS  
 1. Retirados  La Mesa de la Cámara, en sesión celebrada el día 

de la fecha, ha tomado conocimiento de las respuestas 
que a continuación se relacionan, remitidas por 
miembros del Consejo de Gobierno a preguntas de los 
señores diputados que respectivamente se indican: 

 
PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 

REGIONAL DE MURCIA 
 

Orden de publicación  - Respuesta VI-4842 a pregunta 110 (BOAR 37), 
sobre dotación presupuestaria para la regeneración de 
la sierra minera en los Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma para 2004, formulada como 
pregunta de iniciativa popular (nº 5), y asumida por D.ª 
Teresa Rosique Rodríguez, del G.P. Socialista. 

 
 La Mesa de la Cámara, en sesión celebrada el día 
de la fecha, ha conocido la retirada de la interpelación 
para debate en pleno registrada con el número 45, 
sobre razones por las que no se ha reunido desde el 
día 29 de julio de 2003 el Consejo Interuniversitario, 
formulada por D. Francisco Marín Escribano, del G.P. 
Socialista, y publicada en el BOAR nº 34, de 16-VI-04. 

 - Respuesta VI-4841 a pregunta 120 (BOAR 36), 
sobre gestiones realizadas para conseguir el traslado 
de la oficina del Instituto Nacional de Empleo al centro 
de Cartagena, formulada por D.ª Teresa Rosique 
Rodríguez, del G.P. Socialista. 

 Lo que se hace público para general conocimiento. 
 

 Lo que se hace público para general conocimiento. Cartagena, 8 de noviembre de 2004 
  

EL PRESIDENTE, Cartagena, 8 de noviembre de 2004 
 EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal Francisco Celdrán Vidal 
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